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i. CONSIDERACIONES PREvIAS

el presente trabajo tiene por objeto estudiar la Jurisdicción de hacienda en 
los últimos años del antiguo régimen. al hablar de la Jurisdicción de hacien-
da, nos estamos refiriendo a la existencia de unos órganos integrados en la 
secretaría de estado y del despacho de hacienda, o sometidos más o menos a 
ella, que ejercen funciones jurisdiccionales, entendidas estas en un sentido 
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amplio, porque en el antiguo régimen es más apropiado hablar de «lo conten-
cioso» que de «lo jurisdiccional». 

para el estudio de la Jurisdicción de hacienda a finales del antiguo régi-
men es preciso tener en cuenta la complejidad del régimen jurídico de la real 
hacienda en esos momentos. por un lado, las normas dictadas en esta época y 
referidas a la real hacienda son extraordinariamente abundantes y contradicto-
rias. las normas que se dictan no incluyen disposiciones derogatorias ni tablas 
de vigencias. en muchas ocasiones se dictan disposiciones con el propósito 
confesado de interpretar o aclarar una norma anterior, y sin embargo realmente 
la modifican.

Muchas de las normas, además, son de difícil conocimiento para aquellos a 
quienes afectan, ya que no se publican, pues son meras circulares destinadas a 
los órganos de la hacienda o se trata de instrucciones dirigidas a órganos con-
cretos que, en el mejor de los casos, se generalizan. la disposición no se consi-
dera una norma de aplicación general que, por tanto, debe ser conocida por los 
particulares, sino una manifestación de las relaciones jerárquicas entre autori-
dades, que solo indirectamente –en cuanto que han de ser aplicadas por las 
autoridades inferiores– vincula a los particulares.

suele ser también frecuente dictar una disposición para resolver un caso 
concreto, por ejemplo, como consecuencia de la consulta de un intendente, que 
solo se comunica a ese intendente; y al cabo del tiempo, cuando se plantea un 
problema similar, se dicta otra disposición en la que se manda cumplir con 
carácter general lo dispuesto en la primitiva disposición, y es entonces –muchas 
veces, al cabo de varios años– cuando esta se publica oficialmente. 

no hay que olvidar, por otra parte, que en una época de difíciles comunica-
ciones y de penuria generalizada, ni siquiera la publicación de las disposiciones 
en la Gaceta garantiza su conocimiento, pues las fuentes revelan las dificulta-
des para conseguir este periódico. 

ante esta compleja situación, en esta época se siente la necesidad de una 
recopilación de leyes de hacienda para facilitar su conocimiento  1.

además, en un sentido opuesto a lo anterior, para estudiar la realidad jurídi-
ca del antiguo régimen no se puede estar exclusivamente al contenido de las 
leyes de la época. como dice tocqueville con respecto a Francia, pero que 
también resulta plenamente aplicable a españa, tales leyes cambian a menudo, 
pero incluso cuando no cambian, varía la forma de aplicarlas. las leyes se dic-
tan pero no se aplican; y se permite hacer como excepción lo contrario de lo que 
se ordena. cada solicitante pide que se derogue en su favor la norma estableci-
da, con tanta insistencia y autoridad como si pidiera su cumplimiento. concu-
rre, pues, una regla rígida y una práctica tolerante, de lo que resulta que «quien 
pretendiera juzgar al gobierno de aquel tiempo por el conjunto de sus leyes, 
caería en los más ridículos errores»  2. 

1 Gallardo Fernández, F., Origen, progresos y estado de las rentas de la Corona de 
Castilla, su gobierno y administración, tomo i, 1817, p. 90.

2 tocqueville, a., El Antiguo Régimen y la Revolución, vol. i, alianza editorial, Madrid, 
1982, pp. 101-102. no obstante, en la materia que tratamos, la forma de legislar (proliferación de 
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ii.  LA ExISTENCIA DE UNA JURISDICCIóN ESPECIAL 
DE HACIENDA

1. la eXistencia de Jurisdicciones especiales

una de las características del antiguo régimen era la existencia de nume-
rosas Jurisdicciones especializadas o privilegiadas junto a la ordinaria. ello era 
reflejo de una sociedad estamental, dividida en compartimentos estancos, y en 
la que existía el prurito de proteger las competencias a todo trance  3. la existen-
cia generalizada de Jurisdicciones y fueros especiales era algo que pocos cues-
tionaban, pues aún estaba muy lejano el principio de igualdad de todos los ciu-
dadanos ante la ley y –como consecuencia– el sometimiento a una única 
Jurisdicción. las personas estaban sujetas a diferentes estatutos, y, por tanto, a 
unas distintas leyes y a unas distintas Jurisdicciones. Y no solo existían Juris-
dicciones especiales por razón de las personas, sino también por razón de las 
cosas, de determinados delitos, o de determinadas causas. pues bien, a finales 
del antiguo régimen una de esas Jurisdicciones especiales distinta de la ordi-
naria era la de hacienda, debiendo resaltar que cuando a finales del antiguo 
régimen se habla de la real hacienda, se refiere a todo aquello que es propio 
de la estatal, no incluyendo por tanto la de los pueblos y ayuntamientos.

se habla de un «fuero de hacienda», y con ello se alude a una situación 
privilegiada de esta tanto en lo que se refiere a la Jurisdicción como a la existen-
cia de diversas prerrogativas. pues bien, la real hacienda tiene un fuero privi-
legiado, en el sentido de que las cuestiones contenciosas que se suscitan con 
respecto a ella se residencian en los órganos de la propia real hacienda. 

estos órganos pueden ejercer funciones tanto gubernativas como conten-
ciosas, dado que es muy corriente que ostenten competencias heterogéneas, por 
aluvión, dependiendo de circunstancias históricas e incluso meramente perso-
nales. esto no significa que las funciones administrativas y las contenciosas se 
mantengan confundidas. existen numerosos testimonios legales que permiten 
observar que se distingue conceptualmente entre la actividad contenciosa y la 
actividad gubernativa o administrativa  4. cuestión distinta es que ambas activi-
dades puedan ejercerse por unos mismos órganos; o que lo contencioso en esa 
época no coincida íntegramente con lo que actualmente se entiende por activi-
dad jurisdiccional. a la vista de las fuentes, lo contencioso guarda estrecha rela-
ción con lo jurídico, es decir, con el hecho de que surgiera una cuestión de dere-

disposiciones, conexión de las mismas con los problemas concretos, etc.) permite llegar a un cono-
cimiento presumiblemente bastante exacto de la realidad. 

3 tomás y Valiente, F., El Derecho Penal de la Monarquía absoluta, ed. tecnos, Madrid, 
1969, p. 188.

4 sobre este punto, Gallego anabitarte, a., Administración y Jueces: gubernativo y 
contencioso, iea, Madrid, 1971; también en la Revista General de Legislación y Jurisprudencia 
(en adelante, rGlJ), 1971, pp. 237 ss.; y, con nuevas adiciones, en Poder y Derecho. Del Antiguo 
Régimen al Estado Constitucional en España. Siglos xviii a xix, ed. Marcial pons, Madrid, 2009.
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cho, de aplicación de una norma jurídica, a la vista de la cual un interesado 
formulaba una reclamación basada en esa norma jurídica  5. 

se han señalado como causas de la existencia de esta Jurisdicción  6: a) la falta 
de comunicaciones entre la capital de españa y sus provincias; b) la dificultad de la 
administración central para vigilar a sus agentes e inspeccionar sus operaciones; c) 
la falta de uniformidad de los impuestos y de un sistema riguroso de cuenta y 
razón; d) el hecho de que la administración de justicia podía corresponder no sólo a 
los jueces de la real Jurisdicción, sino también a ayuntamientos, señores jurisdic-
cionales o sus delegados; e) la inmensa complicación de las leyes administrativas, 
que hacía necesaria la existencia de magistrados especiales que, por conocerlas 
mejor que los ordinarios, las pudieran aplicar con más acierto.

2.  la JurisdicciÓn de hacienda en los teXtos leGales 
Y en la doctrina de la época

la novísima recopilación regula la Jurisdicción de hacienda en el libro Vi, 
que trata sobre «los vasallos: su distinción de estados y fueros; obligaciones, car-
gas y contribuciones». dentro de él, interesan dos títulos. el título iX regula «los 
empleados en el servicio de la real hacienda; su fuero, privilegios y exenciones». 
desde un punto de vista sistemático, puede observarse que en este título se con-
templa la Jurisdicción como un privilegio de las autoridades de hacienda, es decir, 
como un fuero por razón de las personas, lo que no es cierto, como veremos inme-
diatamente. por otra parte, el título X trata «del supremo consejo de hacienda»  7. 

a finales del antiguo régimen, dou y Bassols publica su monumental obra, 
que permite conocer la situación de las instituciones en esos momentos. por lo 
que se refiere al tema que tratamos, dou examina «las personas destinadas para la 
administración de justicia» y distingue, por un lado, los magistrados ordinarios y, 
por otro, los magistrados privilegiados. entre estos distingue, a su vez, entre los 
privilegiados por razón de las personas, por razón de las cosas, por razón de los 
delitos y por razón de las causas. pues bien, el autor estudia la «jurisdicción de 
rentas» al tratar de los magistrados privilegiados por razón de las cosas  8. 

5 según la Novísima Recopilación (en adelante, Nov. R.), libro 6, título 10, ley 15, se enten-
día por pleitos y negocios contenciosos los que «sobre haber contradicción de partes, haya de 
preceder vista con asistencia de abogados para su determinación». 

6 Vid. «la exposición de la comisión General de codificación de 1861», vid. RGLJ, 1871, 
tomo 39, pp. 118-119.

7 Martínez Marina criticaba la oscuridad de este título, «por estar sembrado de disposi-
ciones contrarias y por contener providencias y reglamentos hechos en diferentes tiempos y varia-
dos, según lo exigían las circunstancias». un exacto copilador –añadía– hubiera reducido todas las 
leyes de este título, si es que merecen el nombre de leyes, a la 16 y última, por la que se estable-
ce una nueva planta de este supremo tribunal, «añadiendo o intercalando el resultado útil de 
alguna de las anteriores» Juicio crítico de la novísima recopilación, en obras escogidas de Mar-
tínez Marina, F., i, BAE, tomo cXciV, p. 407.

8 dou y Bassols, r. l., Instituciones de Derecho Público general de España con noticia 
del particular de Cataluña y de las principales reglas de gobierno de cualquier Estado, ed. Ban-
chs editor, Barcelona, 1975, tomo ii, pp. 432 ss.
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ahora bien, realmente no existe una sola Jurisdicción de rentas, sino varias. 
en efecto, algunas rentas tienen Juzgado particular, como ocurre con la renta de 
correos y de la superintendencia de caminos, la de la lotería, la de penas de cáma-
ra y la de bienes mostrencos. el resto corresponde a lo que podríamos llamar la 
Jurisdicción «general» de rentas, el ejercicio de la cual corresponde a los inten-
dentes, al superintendente General de hacienda y al consejo de hacienda.

como vemos, dou no habla de una Jurisdicción de hacienda, sino de una 
Jurisdicción de rentas, porque hay rentas que no se gestionan por la hacienda, 
sino por otros ramos, como ocurre con las de correos y mostrencos. en este senti-
do, podemos entender que la Jurisdicción de hacienda es aquella que se ejerce 
por órganos integrados en lo que hoy llamaríamos el Ministerio de hacienda. 

iii. LOS óRgANOS DE LA JURISDICCIóN DE HACIENDA

1. el reY coMo Fuente de la JurisdicciÓn

a finales del antiguo régimen, hay un dato fundamental: el rey es el titular 
de la soberanía y la fuente de todos los poderes. por tanto, la jurisdicción de los 
órganos y autoridades estatales en el antiguo régimen es derivada, delegada y 
dependiente del rey, ya que la soberanía no se comparte  9. la fuente del poder es 
el rey y a la fuente puede volver lo que de la fuente ha salido, de modo que 
tiene la posibilidad de avocar cualquier asunto de justicia  10. Bajo su dependen-
cia, integran la Jurisdicción de hacienda el consejo de hacienda, el superin-
tendente General de real hacienda y los intendentes y demás subdelegados. 

2. el conseJo de hacienda

a) El progresivo recorte de competencias del Consejo de Hacienda

dentro del ámbito de la hacienda, el consejo de hacienda es el órgano que 
goza de mayor antigüedad y tradición. en 1523 se constituye como consejo 
permanente, con sucesivas reformas a lo largo de los años. poco a poco se fue-
ron formando salas especializadas, entre ellas la sala de Justicia. a lo largo de 

9 coronas González hace esta afirmación con respecto al consejo de castilla, pero es tam-
bién aplicable, sin duda, al consejo de hacienda y a los demás órganos de la Jurisdicción de hacien-
da Ilustración y Derecho. Los Fiscales del Consejo de Castilla, Map, Madrid, 1992, p. 28).

10 tomás y Valiente, F., de la administración de justicia al poder Judicial, en El Poder 
Judicial en el bicentenario de la Revolución francesa, cursos del centro de estudios Judiciales, 
Madrid, 1990, p. 15. en la doctrina de la época, alcaraz se refiere a la «general facultad que 
delega el príncipe al superintendente General de su real hacienda» (Método y práctica de los 
cuatro juicios civil ordinario, sumario de partición, ejecución y general de concurso de acreedo-
res; y método y práctica de los cuatro juicios criminales por el contrabando de rentas reales, 
puesto al día por s. alvarado de la peña), 5.ª ed., Madrid, 1828, p. 150. 
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todo este tiempo ejerció funciones de muy diverso tipo, en lucha en muchas 
ocasiones con el consejo de castilla y las chancillerías y audiencias  11. 

sin embargo, con la llegada de los Borbones sus funciones van a ser recorta-
das. es cierto que en un primer momento se le reconocía «omnímoda y privativa 
jurisdicción ordinaria con mero y mixto imperio en todo lo dependiente, e inci-
dente de hacienda, civil y criminal, con independencia de los demás consejos, 
chancillerías y audiencias» (29 de enero de 1714); y que el 26 de marzo de 
1715 se inhibieron todos los tribunales del reino, salvo los superintendentes, 
subdelegados y el propio consejo. pero ya entre 1717 y 1718 tuvo lugar una 
importante remodelación del consejo de hacienda dirigida a potenciar el papel 
del superintendente General, de las contadurías generales y del tesorero general, 
en un intento de que el consejo –en sentido estricto– se limitase a lo puramente 
judicial  12.

una disminución más radical de competencias se produjo con las reformas 
de 1741 a 1749, que transfirieron gran parte de sus poderes al superintendente 
General de real hacienda, a la dirección General de rentas y a los intendentes y 
subdelegados. 

así, el real decreto de 16 de noviembre de 1748 afirmaba que «si el con-
sejo de hacienda se mezcla en materias peculiares de la superintendencia 
General de mi real hacienda, contraviene lo que tengo mandado e introduce 
desorden en el gobierno de las rentas», por lo que se ordenaba al consejo abs-
tenerse de conocer de las materias pertenecientes al gobierno, custodia y res-
guardo de las rentas que estaban en administración de cuenta de la real hacien-
da y sus incidentes, hasta que evacuadas enteramente por la superintendencia 
General, oyera el consejo las apelaciones que fueren de conceder en justicia, y 
aun en este caso se mandaba al consejo que para instruir debidamente los expe-
dientes tomara los informes necesarios de los directores que tenían aviso de 
esta resolución  13. 

según algunos autores, a mediados del siglo xviii el consejo de hacienda 
había quedado reducido a poco más que a un órgano honorífico sin apenas ejer-
cicio, sustituido por los secretarios de despacho de hacienda  14. en este senti-
do, dice Gallardo que con las disposiciones dictadas en esta época no quedaron 

11 sobre el consejo de hacienda, vid. r. carande, Carlos V y sus banqueros, ed. crítica y 
Junta de castilla y león, tomo ii, 1987, pp. 47 y ss; carlos J. de carlos Morales, el consejo de 
hacienda de castilla en el reinado de carlos V, en Anuario de Historia del Derecho Español (en 
adelante, AHDE), 1989, pp. 144 y ss.; García cuenca, t., El Consejo de Hacienda (1476-1803), 
en la obra dirigida por M. artola, La economía española al final del Antiguo Régimen, tomo iV, 
alianza editorial y Banco de españa, Madrid, 1982, pp. 405 ss.; Bermejo, J. l., Superintenden-
cias en la Hacienda del Antiguo Régimen, AHDE 1984, pp. 409-447; artola, M., La Hacienda 
del Antiguo Régimen, alianza editorial y Banco de españa, Madrid, 1982, p. 261; J. M. de Fran-
cisco olmos, Los miembros del Consejo de Hacienda (1722-1838) y Organismos Económico-
Monetarios, ed. castellum, Madrid, 1997.

12 Fernandez albaladejo, p., Fragmentos de Monarquía, alianza universidad, Madrid, 
1992, p. 389. 

13 Vid. el texto del real decreto en Gallardo, op. cit., tomo V, Madrid, 1806, pp. 413 y ss.
14 Bermejo, J. l., «Dos aproximaciones a la Hacienda del Antiguo Régimen», AHDE, 

1992, p. 227.
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al consejo ni a la sala de Millones funciones algunas en lo económico ni judi-
cial del cobro y distribución de la real hacienda; y solamente se ocupaban 
estas salas en algunos negocios de tan poca consideración que casi eran inútiles 
estos Ministros  15. correlativamente, la disminución de funciones dio lugar a la 
disminución del número consejeros. 

pero esa opinión según la cual el consejo de hacienda era un órgano mera-
mente honorífico parece excesiva y debe ser matizada, al menos en lo que se refie-
re a los asuntos contenciosos. ciertamente el recorte de competencias fue amplio 
en lo referente a las funciones gubernativas, y además de hecho se le privó de la 
facultad de avocar asuntos, al contrario de lo que ocurría con el consejo real. ello 
fue resultado de una evidente lucha por las competencias. pero no –al contrario de 
lo que había ocurrido en épocas anteriores– frente a órganos externos a la hacien-
da pública, como eran el consejo de castilla, las chancillerías, audiencias y los 
demás órganos de la real Jurisdicción ordinaria. en estos momentos la lucha se 
produce entre un órgano tradicional, como es el consejo de hacienda, y los nue-
vos órganos especializados que se habían ido creando en el ramo de la hacienda, 
y muy en particular la secretaría de estado y del despacho de hacienda y la 
dirección General de rentas  16. la lucha se saldó a favor de estos últimos, y en 
ella se utilizaron diversos instrumentos, entre los que hay que destacar la llamada 
vía reservada y, sobre todo, el concepto de lo gubernativo. tanto la vía reservada 
como la calificación de un asunto como gubernativo implicaban la exclusión del 
conocimiento directo del consejo de hacienda, y en consecuencia quedaba asig-
nado a esos nuevos órganos, que de esta manera lograban ampliar sus competen-
cias. se produjo así una redistribución de poder entre los viejos órganos, como el 
consejo de hacienda, y los que iban apareciendo. el consejo fue quedando arrin-
conado, pero en vez de suprimirlo o vaciarlo de contenido, se le asignaron los 
asuntos calificados como «contenciosos». 

ahora bien, no conservó el monopolio del conocimiento de tales asuntos, 
puesto que –salvo excepciones– solo podía conocer de asuntos en vía jurisdiccio-
nal en grado de apelación, no en primera instancia  17. así, dou ponía de relieve que 
este consejo «es el tribunal de apelación de las sentencias, autos y providencias 
que dieren los intendentes, ya con sus facultades nativas, ya con las de subde-
legados de rentas, como también de las que diere el superintendente General 
de hacienda»  18.

15 Gallardo, op. cit., tomo i, pp. 82 ss., en especial, p. 85.
16 esto mismo se observa en relación con la secretaría de Guerra y el consejo del mismo 

nombre. este fue perdiendo funciones en beneficio de aquella, hasta quedar reducidas a las juris-
diccionales y consultivas. Vid. andújar castillo, F., Consejos y consejeros de Guerra en el 
siglo xviii, universidad de Granada, 1996, pp. 85 ss. 

17 así, decía alcaraz, en relación con los asuntos de contrabando de tabacos, que la reso-
lución del superintendente General «jamás excede la esfera de político-gubernativa, y quedan a 
salvo las de justicia en el recurso libre de apelación, instituido por todos derechos, natural, civil, 
positivo y regio» (op. cit., p. 152). es evidente, por lo demás, que el fundamento teórico de esta 
operación de reparto de asuntos contenciosos y gubernativos no se encuentra en las doctrinas de la 
separación de poderes formuladas por locke o Montesquieu.

18 dou, op. cit., tomo ii, pp. 453-454.
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el consejo de hacienda no se resignó a esa pérdida de poder, aunque con 
escasos resultados, como lo reflejan una serie de disposiciones que se fueron 
dictando en el último cuarto del siglo xviii. así, habiendo admitido el consejo 
de hacienda la apelación de un auto de perjuicio irreparable en una causa de 
comiso que estaba en sumario, la real resolución comunicada a la sala de Jus-
ticia del consejo de hacienda en 1 de octubre de 1779, tras indicar que «sM 
quería que las primeras instancias de los negocios de hacienda fueran privati-
vas del superintendente General y sus subdelegados», ordenaba que «no se 
acordasen estas providencias sin grave fundamento»  19. 

asimismo, por real orden de 9 de octubre de 1790 hubo que recordar al 
consejo de hacienda el cumplimiento del anterior real decreto de 16 de noviem-
bre de 1748 arriba citado; añadiendo que cuando las causas llegaran a él en apela-
ción y entendiera útil alguna modificación en las reglas dadas para el gobierno de 
las rentas, hiciera la oportuna consulta al rey  20. se le reconocía, pues, una fun-
ción consultiva o de propuesta de modificaciones, pero quedando la resolución 
definitiva en manos del rey.

la real resolución de 18 de junio de 1795 insistía en que el consejo de 
hacienda no se mezclara en los asuntos gubernativos de rentas  21. esta disposi-
ción se dictó como consecuencia de un expediente seguido por actuaciones del 
subdelegado de rentas de almería y ordenaba que en lo sucesivo no conociera 
de modo alguno en materias de recaudación de contribuciones reales, limitán-
dose a prestar a la parte de la real hacienda cualesquiera apremios y auxilios 
que solicitara contra los contribuyentes, sin admitir a estos excusa ni alegación 
alguna; «pues todo lo relativo a distinguir los casos en que se adeudan o no 
derechos, y todos los demás puntos y reglas concernientes al mejor recaudo de 
los reales derechos y servicios de la real hacienda, como propio de la econo-
mía y gobierno de ella, toca privativamente a la administración con sujeción 
inmediata a este Ministerio de mi cargo y a la dirección General de rentas, de 
donde dimanan las órdenes, y adonde por consiguiente deben acudir con sus 
quejas para obtener justas providencias los contribuyentes que tuvieren alguna 
duda en la materia, o se sintieren agraviados; como lo advertirá Vs por consi-
guiente a los que por dichas causas presentaren cualquiera instancia de esta 
clase en su Juzgado». 

apoyándose precisamente en esta real resolución, la real orden de 2 de 
octubre de 1796 establecía que el consejo de hacienda no podía conceder mora-
torias para el pago de los descubiertos que resultaran a favor de la real hacienda, 
ni mezclarse en los asuntos gubernativos de rentas, añadiendo que en lo sucesivo 
no se admitieran recursos de esta clase (ni tampoco en las intendencias), «que solo 
sirven para entorpecer o dilatar las cobranzas».

por otro lado, dentro del propio consejo de hacienda se produjo un trasvase 
de competencias –con los consiguientes conflictos– entre sus diferentes salas, en 

19 Vid. el texto de la disposición en Gallardo, op. cit., tomo i, p. 105.
20 Vid. en Gallardo, op. cit., tomo V, pp. 415 ss.
21 Vid. en Gallardo, op. cit., tomo V, pp. 411 ss.
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concreto entre la sala de Millones y la de Justicia, pues las apelaciones contra 
resoluciones del superintendente General se residenciaban en esta  22.

de todo ello cabe concluir que a finales del antiguo régimen el consejo de 
hacienda había perdido gran parte de las competencias que ostentaba en periodos 
anteriores, en beneficio de determinados órganos individuales que fueron sur-
giendo. es muy significativo que dou, al estudiar los órganos de la Jurisdicción 
de rentas, examine primero el superintendente General, luego los intendentes y 
deje al consejo de hacienda para el último lugar. por su parte, en 1802 canga 
argüelles hablaba del «estado de nulidad e inercia» en que se encontraba el con-
sejo de hacienda, por lo que creía aconsejable una reducción de plazas  23. 

B)  La composición y funciones del Consejo de Hacienda a finales 
del Antiguo Régimen

la novísima recopilación nos proporcionan una foto fija de la posición del 
consejo de hacienda a finales del antiguo régimen  24. en efecto, la ley 16, título 10, 
libro 6 de la novísima recopilación recoge el real decreto de 2 de febrero 
de 1803, que regulaba la composición y atribuciones del consejo de hacienda  25. 
comienza diciendo que la Jurisdicción del consejo de hacienda en las materias 
de su conocimiento es absoluta, privativa e independiente de la del consejo real 
y demás tribunales. en consecuencia, el rey lo declara «por de último término, 
y solo dependiente de mi suprema y soberana autoridad», al igual que lo es el de 
castilla. de hecho lo denomina «supremo consejo de hacienda». iguala asimis-
mo las prerrogativas de los ministros y fiscales con las de los del de castilla, no 
pudiendo aquellos solicitar salir o pasar a otro consejo.

como consecuencia, prohíbe que se admita la segunda suplicación y el 
recurso de injusticia notoria contra las sentencias del consejo de hacienda, «así 
en los pleitos fiscales de mi real hacienda como en todos los demás, aunque se 
sigan entre partes y no intervengan como tales mis Fiscales». 

22 Gallardo, op. cit., tomo i, pp. 89 ss., que alude al conflicto surgido entre la sala de 
Justicia y la de Millones del consejo, resuelto a favor de aquella (resolución de 23 de marzo de 
1764). 

23 canga argüelles, Diccionario de Hacienda, ed. facsímil de la de 1834, ieF, 1968, 
tomo ii, p. 189.

24 dou también nos ofrece una descripción de la situación del consejo de hacienda cuando 
escribe su obra (tomo ii, p. 454). lo que ocurre es que, a pesar de ser publicada en el año 1800, 
realmente fue redactada varios años antes (así, en el tomo iii, p. 297, se dice que la obra fue con-
cluida en 1793). Vid. Meilán Gil J.l., «d. ramón lázaro de dou y Bassols y sus instituciones de 
derecho público», en Actas del I Symposium de Historia de la Administración, iea, Madrid, 
1970, p. 368. 

25 el real decreto ampliaba las competencias del consejo de hacienda y elevaba su rango, 
a lo que no parece ajeno el hecho de que el Gobernador del mismo era, desde 1792, el padre de 
Manuel Godoy. Vid. alusiones a ello en el Diario de Sesiones de las Cortes (en adelante, DSC) de 
26 de octubre de 1812, tomo V, pp. 3882-3884. 
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el consejo de hacienda se compone del Gobernador, once ministros de 
capa y espada (el Gobernador y los tres contadores generales forman parte de 
este grupo, no así el tesorero general), diez ministros togados, tres fiscales y 
dos secretarios. con ellos se formarían las salas siguientes  26: 

– sala de Gobierno, compuesta por cuatro ministros de capa y espada, un 
ministro togado y el secretario del consejo.

– sala de Millones, formada por cuatro ministros de capa y espada, un 
ministro togado, cuatro diputados de los reinos y el secretario de Millones.

– sala de Justicia, dividida en dos, entre las que se reparten los asuntos:

•  Sala 1.ª, formada por cuatro ministros togados y uno de capa y espada.
•  Sala 2.ª, formada por cuatro ministros togados.

– tribunal de contaduría Mayor, formado por cinco ministros y un 
ministro de capa y espada, que sería el presidente de este tribunal en repre-
sentación del Gobernador del consejo.

el reparto de asuntos entre las dos salas de Justicia se haría «como yo dis-
pusiere, a consulta del Gobernador».

a continuación ordenaba que «de los ministros actuales queden por nume-
rarios los más antiguos», y los restantes por supernumerarios, «relevados de la 
asistencia, para que el excesivo número de ministros no impida la más pronta y 
fácil substanciación y determinación de los negocios». se suprimía asimismo la 
Junta de Juros, cuyas funciones pasaban a las salas de Justicia.

por otra parte, debe destacarse la importancia institucional de los Fiscales 
del consejo de hacienda, tanto por sus funciones en los litigios como por los 
dictámenes que emitían al ser consultados en los asuntos de la competencia del 
consejo. se ampliaba a tres su número, volviendo a la situación anterior al real 
decreto de 1 de marzo de 1752, que los había reducido a dos. los asuntos se 
distribuían entre los Fiscales por provincias.

el real decreto establecía la competencia del consejo de hacienda en los 
negocios de reversión a la corona de bienes y derechos que fueron de ella, y 
debían volver a serlo por la calidad de sus donaciones y enajenaciones; los de 
tanteo de jurisdicciones, señoríos y derechos anexos; los de tanteo y consunción 
de oficios enajenados de la corona (sobre los que hasta entonces habían cono-
cido el consejo real, chancillerías y audiencias); y los de incorporación a la 
corona  27. a continuación establecía que se promovieran los negocios de esta 
clase «como de la primera importancia» por los Fiscales en el consejo de 
hacienda, «por convenir así a mi servicio y ser mucho más fácil promoverlos en 
dicho tribunal, por cuanto en sus oficinas existen las razones, noticias y docu-

26 Vid. sobre ello, García cuenca, t., El Consejo de Hacienda, cit., pp. 498 ss.
27 según hernández de la rua, procedían las demandas de incorporación cuando las 

ciudades, villas o derechos se enajenaron por título lucrativo declarado nulo por las leyes; las de 
reversión procedían cuando las enajenaciones se hicieron por título onerosos, pero no se cumplie-
ron las condiciones de la egresión (De la organización, atribuciones y deberes del Ministerio Fis-
cal, Madrid, 1853, p. 273).
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mentos necesarios para ello y su más acertada determinación»  28. asimismo 
ordenaba que los pleitos de reversión e incorporación, y los de tanteo de juris-
dicciones y señoríos, se vieran y determinaran por siete ministros togados al 
menos; y que los fiscales se repartieran los asuntos por provincias, ordenando 
asimismo que a estos no se les confirieran comisiones que les distrajeran de tal 
labor y que pudieran desempeñarse por otros Ministros.

también mandaba pasar al consejo de hacienda del de castilla «con el 
justo fin de atender a la más continua y útil ocupación» un conjunto muy diver-
so de asuntos  29, «sin perjuicio de conceder en adelante a aquel el conocimiento 
de otros negocios, si la experiencia acreditare no ser suficientes para su conti-
nua ocupación los que le corresponden actualmente». se hacía, pues, una expre-
sa mención al escaso número de competencias del consejo de hacienda, que 
justificaba la heterogeneidad del asuntos de los que conocía y de los que en lo 
sucesivo se le podría atribuir.

además de lo arriba indicado, el consejo de hacienda ejercía otras com-
petencias previstas en diversas normas  30. así, el consejo de hacienda en sala 
de Justicia quedó encargado de conocer las apelaciones de las sentencias dic-
tadas por el Juez privativo de la real fábrica de porcelana (real resolución 
de 6 de octubre de 1781, incluida en la nov. r. 6, 10, 16, nota 23), de todos 
los pleitos y negocios contenciosos, tanto mixtos como relativos a todas las 
rentas (resolución de 4 de junio de 1785, incluida en la nov. r., 6, 10, 15), 
así como los negocios de los que entendía la Junta general de tabaco al supri-
mirse esta (real decreto de 17 de septiembre de 1788, incluida en la nov. 
r., 6, 10, 13).

a ello hay que añadir la competencia para conocer de las apelaciones en 
materia de contrabando y fraudes, así como de otras apelaciones contra actos de 
intendentes, superintendente General de real hacienda y otros órganos. no 
obstante, en algunos asuntos se excluyeron las apelaciones: así ocurría con las 
sentencias definitivas pronunciadas contra empleados infidentes separados de 
sus destinos (resolución de 7 de febrero de 1807).

por lo que se refiere al funcionamiento del consejo de hacienda, cabe des-
tacar el grave problema de las dilaciones y tardanzas en la resolución de los 

28 no obstante, frente a ello, canga argüelles criticaba que esta competencia correspon-
diera en primera instancia al consejo de hacienda y no a los intendentes (Diccionario de Hacien-
da, cit., tomo ii, p. 13). 

29 «los pleitos pendientes de los negociados de penas de cámara y gastos de justicia; de la 
comisión de la real dehesa de la serena; de la comisión de la real acequia de alcira y proyecto 
de su continuación en el reyno de Valencia; de las obras de mi real palacio nuevo, y sus agrega-
dos de Madrid; y de las conservadurías del arbitrio de la nieve en Madrid; de los corredores de 
lonja de sevilla; receptores de los consejos, y si hay otras semejantes; pero sin perjuicio de que 
continúen estas comisiones en primera instancia a cargo de Ministros de mi consejo real, y 
audiencia de sevilla», correspondiendo en lo sucesivo las apelaciones de los pleitos que hubiera 
en dichos negociados al consejo de hacienda según y en la forma que correspondían hasta enton-
ces al de castilla.

30 Vid. García cuenca, El Consejo de Hacienda, cit, p. 494.
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asuntos. todo parece indicar que estos podían complicarse y eternizarse hasta 
el infinito  31. 

3. los ÓrGanos centrales

a) El Secretario de Estado y del Despacho de Hacienda

como hemos dicho, gran parte de las funciones del consejo de hacienda 
fueron pasando, a lo largo del siglo xviii a otros órganos. en primer lugar, hay 
que resaltar la importancia del secretario de estado y del despacho de hacien-
da  32. pero el aspecto que más interesa destacar es que, en los últimos tiempos 
del antiguo régimen, su titular acumulaba otros cargos, y en particular el de 
superintendente General de la real hacienda  33. 

en un primer momento, lo característico de la superintendencia General 
fue su finalidad gestora, por lo que el ejercicio de funciones jurisdiccionales 
constituía un añadido  34. sin embargo, a lo largo del tiempo estas últimas pasa-
ron a adquirir gran importancia.

31 por ejemplo, Gallardo recoge una disposición con los siguientes antecedentes: se 
siguió un pleito ante el consejo de hacienda y, tras resolver en vista y revista, el consejo reservó 
el derecho de la real hacienda a reclamar; y como consecuencia el Fiscal formuló demanda ante 
el propio consejo de hacienda (op. cit., tomo ii, pp. 54 ss,). 

32 Vid. sobre los secretarios de estado, escudero, J. a., Los Secretarios de Estado y del 
Despacho, iea, Madrid, 1969; y Los orígenes del Consejo de Ministros en España, editora 
nacional (2 vol.), Madrid, 1979. Vid. un resumen referido al siglo xviii, en de Francisco olmos, 
Los miembros, cit., pp.14 ss. Vid. novísima recopilación, libro 3, título 6, ley 10. 

33 la superintendencia tiene un origen anterior en el tiempo a la secretaría de estado y del 
despacho de hacienda. aquel cargo había aparecido en 1687, en tiempos de carlos ii, nombrán-
dose al marqués de los Vélez (real decreto de 31 de enero de 1687). puede verse una historia de 
esta institución en Gallardo, op. cit, tomo i, pp. 124 ss.; y en J. de la ripia, Práctica de la 
administración y cobranza de las rentas reales (puesta al día por d. M. Gallard), tomo iii, 
Madrid, 1796, p. 111). Vid. también Bermejo (Superintendencias, cit., p. 413), según el cual pati-
ño acumuló varios cargos, entre ellos el de superintendente de rentas generales, que otorgaba 
competencias administrativas y jurisdiccionales, con inhibición absoluta de otros tribunales, salvo 
el consejo de hacienda, al que se podían apelar los autos y sentencias del superintendente o sub-
delegados. en lo sucesivo, la superintendencia se concibió como una pieza más a disposición de 
los secretarios del despacho de hacienda. por otra parte, desde el nombramiento de patiño lo 
normal fue que el secretario de hacienda acumulara no solo el cargo de superintendente General 
de hacienda, sino también el de Gobernador del consejo de hacienda y presidente de la Junta de 
comercio y Moneda, aunque hubo periodos en que no fue así. desde el nombramiento de esqui-
lache (diciembre de 1759) hasta el cese del conde de lerena (marzo de 1792), el secretario de 
estado de hacienda fue siempre Gobernador del consejo de hacienda. a partir de entonces se 
desvinculan ambos cargos, como ya había ocurrido con la secretaría de Guerra (25 de abril 
de 1790) y luego sucedió con la de indias (13 de julio de 1793) (de Francisco, op. cit., pp. 15 y 
388-389). al cesar lerena, Gardoqui fue nombrado secretario de estado y de despacho de 
hacienda en propiedad y superintendente General del cobro y distribución con carácter interino, 
con la idea de separar el desempeño de los tres cargos (superintendencia o administración general, 
secretaría del despacho y Gobernador del consejo de hacienda) (escudero, Los orígenes, op. 
cit, tomo i, p. 569). Vid. la crítica hecha por aranda en 1781 a la acumulación de los tres cargos en 
escudero, Los orígenes, cit, tomo i, pp. 375-376. 

34 Bermejo, J. l., Superintendencias, cit., pp. 429-430.
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el superintendente, como tal, durante mucho tiempo tuvo una estructura a 
su servicio, no integrada en la secretaría de estado  35, pero por real decreto de 
28 de febrero de 1795 (nov. r., 3, 6, 17) tal estructura fue suprimida, al quedar 
incorporada la superintendencia a la secretaría de estado.

la importancia del cargo de superintendente General de hacienda, como 
hemos adelantado antes, es creciente a lo largo del tiempo, en detrimento de las 
competencias del consejo de hacienda. así, por real decreto de 19 de enero 
de 1742 se ampliaron las facultades de aquel a la recaudación y administración 
de cualquier ramo de hacienda, nombramiento de subdelegados, cobro de 
débitos, teniendo conocimiento de todos estos asuntos en primera instancia, con 
apelación al consejo de hacienda  36. por real decreto de 31 de enero de 1742 
se concedió al superintendente General de la real hacienda la jurisdicción pri-
vativa en los fraudes de rentas y servicios de millones  37. 

las amplias atribuciones del superintendente General quedaron aclaradas y 
confirmadas por el real decreto de 14 de diciembre de 1760 y la cédula del 
consejo de hacienda de 17 de diciembre de 1760, que establecían instruccio-
nes sobre las facultades de los subdelegados del superintendente General de la 
real hacienda  38.

por una parte, el real decreto le reconocía como juez privativo de todas las 
rentas y ramos que tocaran o pertenecieran a la real hacienda. como conse-
cuencia, los intendentes de ejército y de provincia tenían la mera condición de 
subdelegados suyos en todos los asuntos de rentas y sus incidencias (capítu-
lo 4). de esta forma, daba a entender que las competencias judiciales le corres-
pondían al superintendente en exclusiva como propias, sin perjuicio de que en 
la práctica fueran ejercidas por otros órganos –los subdelegados–, que se limi-
taban a ejercer funciones meramente delegadas. lo cual implicaba que en cual-
quier momento el superintendente podía dar instrucciones acerca del modo de 
ejercer la subdelegación, avocar los asuntos de que conocieran los subdelega-
dos (capítulo 5) o pedirlos ad effectum videndi  39. 

por otra parte, se reconocían al superintendente General importantes atri-
buciones en materia de nombramientos, ya que todos sus subdelegados serían 
elegidos por él, pudiendo también removerlos discrecionalmente, siempre que 
no fueran de su satisfacción, «porque siendo juez privativo de todo fraude y 

35 así, en 1714 se había creado una secretaría de la superintendencia.
36 García cuenca, op. cit., p. 474, Gallardo, op. cit., tomo i, p. 75. 
37 Gallardo, cit., tomo i, p. 76; nov. r., 6, 9, 1.
38 nov. r., 6, 9, 2. también en Gallardo, cit., tomo V, pp. 13 ss. según arrazola, la 

Jurisdicción especial contenciosa de la superintendencia General no estuvo bien delimitada hasta 
esta disposición de 17 de diciembre de 1760 (Enciclopedia Española de Derecho y Administra-
ción, dirigida por l. arrazola, tomo iV, 1851, p. 134, voz «asesor de la superintendencia Gene-
ral de hacienda»). 

39 los intendentes y subdelegados debían remitir al superintendente General los autos que 
hubieran formado sobre asuntos de rentas siempre que se les pidiera originales, y en el ser y estado 
que estuvieren, para que en vista de ellos diera las disposiciones convenientes (vid. Gallardo, 
cit., tomo V, p. 15). según alcaraz, el superintendente General podía pedir los autos a los sub-
delegados y avocar su conocimiento, sustanciando y resolviendo, sin perjuicio de apelación al 
consejo de hacienda (op. cit., p. 150).
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contrabando que se cometa en perjuicio de las rentas, debe tener entera satisfac-
ción de los subdelegados que deben conocer de las causas que se formen sobre 
ellas». como puede observarse, para esta disposición la independencia funcio-
nal no era un valor, ya que se buscaba un juez que gozara de la confianza del 
superintendente General y que pudiera garantizar la eficacia de sus cometidos. 
el nombramiento, además, aseguraba la dependencia jerárquica con respecto al 
superintendente General frente a otras instituciones (por ejemplo, el consejo 
de hacienda o el real, o a otros secretarios de estado)  40. estas amplias faculta-
des se extendían también al nombramiento de asesores específicos en las causas 
de rentas o fraudes y contrabando.

hay que tener en cuenta la importancia de estas facultades, pues determina-
dos cargos eran nombrados por autoridades ajenas al secretario de hacienda. 
por ejemplo, los corregidores y alcaldes mayores, sobre los que podía recaer la 
subdelegación o la asesoría de rentas, eran nombrados por el rey con una acti-
va participación de la cámara de castilla y del secretario de estado de Justicia, 
sin que en principio tuviera intervención el secretario de hacienda  41. los 
Gobernadores militares, sobre los que también podía recaer la subdelegación, 
eran nombrados por el ramo de Guerra. es decir, estas personas, en cuanto 
podían desempeñar cargos de subdelegados o asesores de rentas, debían contar 
con una doble confianza. 

todo ello permitía concluir a dou que, a finales del antiguo régimen, el 
superintendente General de hacienda era el magistrado de primera instancia de 
las rentas reales junto a los intendentes  42. Y, según Gallardo, los asuntos judi-
ciales, fuesen de gobierno o de justicia, quedaron por primera instancia privati-
vos de la jurisdicción del superintendente General, ejerciéndola en las provin-
cias por medio de sus subdelegados los intendentes, y de otros subdelegados 
en varios pueblos  43.

canga argüelles, por su parte, también a finales del antiguo régimen, des-
cribía así el cargo de superintendente General de la hacienda: es un supremo 
magistrado a cuyo cargo se halla la dirección de la hacienda, el conocimiento 
de las cargas y rentas del estado y el escrutinio y elección de los medios condu-
centes a hacerlos productivos y a llenar el déficit que resulte el cargo y la data. 
reúne en sí la suprema y privativa judicatura de todas las rentas; y en su virtud 
le corresponde el nombramiento de los subdelegados y la confirmación de las 
sentencias que estos dieren, recibiendo de ella (de la superintendencia) los 
administradores y dependientes las órdenes relativas al cobro de las rentas y 

40 canga argüelles subrayaba que «los intendentes de ejército y provincia, aunque en 
calidad de tales eran jefes superiores de la hacienda en las provincias, no eran subdelegados de 
rentas, a no nombrarlos tales el superintendente General, de cuya autoridad y facultades pende su 
nombramiento» (Diccionario, cit., tomo ii, p. 510). 

41 Vid. Gómez rivero, r., El Ministerio de Justicia en España (1714-1812), cec, Madrid, 
1999, pag. 333 ss.

42 Op. cit., tomo ii, p. 432.
43 a lo cual añadía que las apelaciones, como hacen contencioso el asunto en justicia, a lo 

menos desde que la parte apela y se siente agraviado en el derecho que le dan las leyes, corres-
pondían a la sala de Justicia del consejo op. cit., tomo i, p. 89.
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contribuciones  44. asimismo, señalaba que el superintendente General es «juez 
universal de todos los pleitos e incidentes de las rentas», añadiendo que «esta 
desmedida autoridad, y la parte que se le daba en la distribución de los comisos, 
siempre que acordara alguna providencia en los procesos, introdujeron la prác-
tica de habérsele de dirigir las sentencias que se dan en las causas de contraban-
do para su aprobación»  45. 

a la vista de la situación, cabe observar que la relación entre el superinten-
dente General y el consejo de hacienda era muy distinta a la que existía entre 
el consejo de castilla y el secretario del despacho de Justicia. este último no 
llegó a hacer sombra a aquel, llevando una vida lánguida, motivada por la gran 
autoridad que conservaba el consejo real, al menos durante la primera parte 
del reinado de carlos iii)  46.

B) Otros órganos centrales de la Real Hacienda

una idea recurrente en las fuentes doctrinales y legislativas era la de mirar 
con gran prevención el aumento de personal, considerando siempre más positivo 
un recorte que un aumento del mismo. a pesar de ello, a lo largo del siglo xviii 
fueron apareciendo cargos de gran importancia. 

hay que destacar, en primer lugar, al asesor del superintendente General. a 
finales del antiguo régimen ya existe esta figura, pero aún se encuentra poco 
perfilada  47. 

también hay que destacar los cargos de directores de rentas, instituídos en 
1740  48. según dou, estos eran una especie de administradores generales de la 
real hacienda de todo el reino, con las mismas facultades, por lo que a este 
tocaba, que tenían los administradores principales en cuanto a la provincia res-
pectiva  49. una disposición de diciembre de 1749 reguló el gobierno económico 
y extrajudicial de las direcciones Generales  50, y varios años después (15 de 
febrero de 1761) se regularon las funciones de los directores Generales de ren-
tas, entre las que no aparecían las judiciales, que correspondían al superinten-
dente General y a los subdelegados. es este un dato importante, que apunta a la 
separación de funciones gubernativas y contenciosas para su desempeño por 
órganos diferenciados. es más, la calificación como gubernativo de un asunto 

44 canga argüelles, Diccionario, cit., tomo ii, p. 515.
45 canga argüelles, Diccionario, cit., tomo ii, p. 12. el autor critica esta práctica, que 

contrapone a la de los procesos criminales ordinarios, considerando que esta última es más correc-
ta. según dou, el superintendente General de real hacienda ostenta la inspección general sobre 
todas las cosas y personas del ramo, estando todo subordinado a él, para que cele el cumplimiento 
de las órdenes expedidas por sM op. cit., tomo iii, p. 296.

46 coronas, Ilustración, cit., p. 32; escudero, Los orígenes, cit., tomo i, p. 634; s. de 
dios, Fuentes para el estudio del Consejo Real de Castilla, diputación provincial de salamanca, 
1986, p. lXXXi.

47 la real orden 13 de mayo de 1786 aludía al asesor del superintendente, lo que confir-
maba la existencia del cargo en esa fecha (arrazola, Enciclopedia, cit., tomo iV, p. 134).

48 García cuenca, El Consejo de Hacienda, cit., p. 472.
49 dou, cit., tomo iii, p. 297. 
50 Gallardo, cit., tomo i, p. 84.
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sirvió también para evitar que «las ciudades, diputados y personeros del común» 
se mezclaran en los asuntos de rentas, de manera que las reclamaciones de los 
interesados debían dirigirse al superintendente General de la real hacienda o a 
la dirección General de rentas  51.

en 1799 se adoptó un nuevo sistema de administración de rentas reales con 
la idea de convertirlo en «más económico y simple» (real decreto de 25 de 
septiembre de 1799), suprimiéndose la dirección General de rentas, la admi-
nistración general del tabaco y sus contadurías y tesorerías principales  52. no 
obstante, la dirección General de rentas reaparecería en 1814. 

4. los intendentes

a) La aparición de la institución y su desarrollo hasta 1749

entre los órganos no centrales, la figura más relevante es la de los intenden-
tes de hacienda en cada provincia del reino  53. la institución apareció en espa-
ña en tiempos de Felipe V, con una raíces claramente francesas, aunque no con 
la misma fuerza que en el país vecino. en noviembre de 1711 se nombraron los 
primeros intendentes y en 1712 se regularon sus funciones militares. su implan-
tación supuso la novedad de que no dependían del consejo de castilla, sino 
directamente del rey a través de sus ministros, lo que originó el recelo de ese 
consejo, que se convirtió en el mayor enemigo de la institución  54. 

la instrucción de 4 de julio de 1718 generalizó la figura de los intendentes 
de provincia, asumiendo las funciones de los corregidores en la capital de pro-
vincia (salvo en algunas); en las demás poblaciones permanecieron los corregi-
dores  55.

como consecuencia de los ataques a los intendentes por quienes habían 
visto disminuir sus atribuciones ante su aparición, en 1721 y 1724 se abolían las 
intendencias de las provincias donde no hubiera tropas; y se retiraron las com-
petencias en materia de hacienda conferidas por la instrucción de 1718  56.

B) La Ordenanza de Intendentes de 13 de octubre de 1749

en 1749 reaparece con fuerza la figura de los intendentes. la ordenanza de 
intendentes de 13 de octubre de 1749 reguló con carácter general la institución, 

51 real resolución de 26 de enero de 1784, vid. en Gallardo, cit., tomo iV, pp. 103 ss.
52 Gallardo, cit., tomo i, pp. 108-115. 
53 sobre la figura de los intendentes y su evolución histórica, desde su creación hasta su 

desaparición, vid. por todos orduña rebollo, e., Intendentes e Intendencias, ed. tres américas, 
Madrid, 1997. Vid. también González alonso, B., El corregidor castellano 1348-1808, iea, 
Madrid, 1970, pp. 245 ss. 

54 orduña, cit., p. 54.
55 orduña, cit., pp. 60-61; Garrigós picó, e., Organización territorial a fines del Antiguo 

Régimen, en La economía española a finales del Antiguo Régimen, cit., tomo iV, p. 34.
56 orduña, cit., pp. 72 ss. sobre las vicisitudes de los intendentes en este periodo vid. Fer-

nández albaladejo, Fragmentos, cit., pp. 389 ss.
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que se extendió a todo el territorio, con funciones administrativas, judiciales, 
militares y financieras  57.

aquí nos interesa destacar las funciones jurisdiccionales que ejercían en 
materia de hacienda. como principio general, correspondía a los intendentes 
conocer privativamente, y con inhibición de todos consejos, chancillerías, 
audiencias y tribunales, excepto el de hacienda, de todos los asuntos en que 
tuviera algún interés o perjuicio la real hacienda, y de los que afectaran a los 
productos del real erario, tanto en lo que se refería a la cobranza como a todas 
sus incidencias, anexidades y conexidades (capítulo 52, nov. r. 6, 10,7). sobre 
este punto cabe destacar que las cuestiones sobre la cobranza de las deudas 
contraidas con la real hacienda tenían la naturaleza de contenciosas, al consi-
derar tales procedimientos como juicios ejecutivos  58.

asimismo, los intendentes eran jueces privativos en los asuntos en que 
pudieran quedar afectados censos, feudos u otros efectos de realengo, cuyo 
dominio directo, alodial  59 o feudal, perteneciera a la real hacienda, debiendo 
los poseedores de las cosas gravadas acudir ante ellos a deducir sus derechos o 
reconocer la superioridad del dominio directo, y a pagar lo que correspondiera, 
cuya recaudación y demás incidentes eran también de competencia del inten-
dente, «bien entendido que todas aquellas causas en que haya interés fiscal, 
bursal, formado o futuro, y todas las demás pertenecientes a regalías de mi real 
hacienda, han de pertenecer a su conocimiento». sin embargo, los asuntos 
afectantes a derechos y regalías de la corona debían ser conocidos por los tri-
bunales a quienes estuviesen aplicadas; en cuyo caso las apelaciones se produ-
cirían ante el consejo de castilla, chancillerías o audiencias según correspon-
diera; no obstante, una vez decidida la cuestión litigiosa, los Fiscales de los 
reales tribunales debían pasar a los intendentes sus avisos, a fin de que supie-
ran de quién habían de recaudar la correspondiente pensión (capítulo 53, nov. 
r. 6,10,7)  60.

asimismo correspondía a los intendentes el conocimiento de los asuntos 
sobre laudemios de bienes, en alodio del real patrimonio, con apelación ante el 
consejo de hacienda (capítulo 57, nov. r. 6,10,7)  61. por el contrario, el 
conocimiento de los asuntos de derechos de amortizaciones, de los que recaían en 
iglesias y manos muertas, si bien correspondía a los intendentes, lo era con sub-
ordinación y dependencia del consejo de cámara, a quien estaba confiada la con-
servación de esta regalía (capítulo 58, incluido en la nov. r., 4, 4, nota 14).

por otra parte, para evitar las competencias «que frecuentemente se susci-
tan» sobre el fuero de los subalternos y ministros empleados en la administra-

57 González alonso, cit., p. 325. el texto completo de la instrucción aparece recogido en 
esta obra, pp. 324 ss. también en Gallardo, cit., tomo iV, 1806, pp. 354 ss., y en de la ripia, J., 
Práctica, cit., tomo i, pp. 303 ss.

58 de la ripia, J., Práctica, cit., tomo V, pp. 514 ss. 
59 alodial significa libre, en contraposición a enfeudado.
60 sobre la interpretación de este capítulo 53, vid. Gallego anabitarte, a., «los cuadros 

del Museo del prado», en Estudios en Homenaje al Profesor Mesa Moles, presidencia del Gobier-
no, Madrid, 1981, p. 283.

61 los capítulos 52, 53 y 57 aparecen incluidos en la nov. r., 6, 10, 7.
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ción y resguardo de la real hacienda, se atribuía el conocimiento de todos los 
asuntos civiles o criminales que procedieran de sus oficios o por causa de ellos 
a los intendentes de los que dependían, con apelación al consejo de hacienda. 
sin embargo, en los delitos comunes, juicios universales, tratos y negocios par-
ticulares de los referidos subalternos, debían quedar sujetos a la real Jurisdic-
ción ordinaria (capítulo 64, incluido en la nov. r., 6, 9, 6). 

otros capítulos, por el contrario, no aparecen recogidos en la novísima 
recopilación. así, el capítulo 60, después de reconocer que las rentas genera-
les, la de tabaco y estafetas con sus agregados y los negocios de moneda y 
comercio se gobernaban privativamente por juntas y ministros, añadía que los 
intendentes conocerían, en sus respectivas provincias y primera instancia, de 
todas las causas y negocios que se ofrecieran en estas rentas, como en las demás 
que pertenecieran al real erario  62. el capítulo 61, referido a las causas de frau-
des contra las rentas de la real hacienda, se remitía al entonces vigente real 
decreto de 19 de noviembre de 1748, pero con posterioridad se dictaron varias 
disposiciones sobre la materia, en especial la de 1760, a la que ya nos hemos 
referido, y la de 1805, sobre las que volveremos después. 

en cuanto a los asuntos sobre confiscaciones, mientras los bienes estuvie-
ran en mero secuestro o embargo, debían conocer las chancillerías y audien-
cias hasta que se declarase la confiscación. pero una vez pronunciada sentencia 
y mandada ejecutar, correspondía exclusivamente a los intendentes proceder a 
la percepción y cobro de los bienes confiscados, así como el conocimiento de 
todas las cuestiones que se suscitaran sobre la materia. para ello se establecía 
que los Fiscales les comunicarían los embargos que procedieron a la confisca-
ción, a fin de proceder a la recaudación, pero obrando con subordinación al 
tribunal o ministro encargado de estos asuntos (capítulo 54).

determinados intendentes, además, asumían ciertas funciones. es el caso 
de los intendentes de la antigua corona de aragón, que ejercían las competen-
cias que anteriormente correspondían a los Bailes generales  63. 

c)  La evolución normativa sobre la posición y competencias 
de los Intendentes

la posición y las competencias de los intendentes sufrieron diversas vicisi-
tudes con posterioridad a 1749. una primera novedad se produjo con la real 
cédula de 5 de marzo de 1760, en virtud de la cual los intendentes de provincia 
y ejército conocerían en lo sucesivo de todos los negocios de justicia, econo-
mía, policía y gobierno comprendidos en los primeros 40 capítulos (salvo el 23) 

62 este capítulo constituye una especificación de los dispuesto en el capítulo 52, y como tal, 
quedó sin objeto tras la unificación producida por el real decreto de 1799, al que ya antes hemos 
hecho referencia.

63 no obstante, los negocios del real patrimonio nunca se confundieron con los de la real 
hacienda. la organización de las bailías se mantuvo independiente, continuando, en particular, el 
asesor y el Fiscal del patrimonio real (cos y Gayón, Historia jurídica del Patrimonio Real, 
Madrid, 1881, p. 129). Vid. especialmente, Branchat, V., Tratado de los derechos y regalías, 
Valencia, 1784. 
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de la ordenanza de 1749, como corregidores solamente, y solo en el distrito de 
su corregimiento. por ello, las apelaciones y recursos en estos negocios debían 
ir a las audiencias y chancillerías  64. es claro que ello revelaba la lucha del 
consejo real, chancillerías y audiencias por recuperar espacios de poder. 

Frente a ello, diversas disposiciones trataron de salvaguardar las competen-
cias de hacienda. así, el real decreto de 10 de junio de 1760 insistía en que el 
conocimiento de las causas de rentas y demás pertenecientes al real patrimo-
nio, incluso el de Valencia, correspondía privativamente a los intendentes, sin 
que se pudieran mezclar en ellas los demás tribunales de justicia  65. 

en igual sentido, y en el ámbito de la lucha contra el contrabando y fraude, 
se reforzó la posición del superintendente General, asegurando una mayor 
dependencia de los intendentes, tanto en su nombramiento como en su actua-
ción (real decreto de 14 de diciembre de 1760). a ello nos hemos referido 
anteriormente. es clara la relación entre este real decreto y la real cédula de 
5 de marzo de 1760. por un lado, el real decreto era coherente con la reduc-
ción territorial de las competencias de los intendentes. por otro lado, reforzaba 
la posición del superintendente General en lo referente al nombramiento de los 
subdelegados de rentas y a su control en los asuntos de contrabando y fraude, 
en un momento en que se establecía que las apelaciones en los asuntos de 
gobierno y policía correspondían a las chancillerías y audiencias. 

poco después se separaban del intendente las funciones de los corregimientos 
(real cédula de 13 de noviembre de 1766, recogido en la nov. r., 7, 11, 26). 
hasta entonces las intendencias reunían funciones de hacienda, guerra, policía y 
justicia. estas dos últimas se cedieron a los corregidores, y en cuanto a las de 
hacienda y guerra, los intendentes quedaron subordinados en lo contencioso a los 
tribunales superiores respectivos, y en lo gubernativo a la vía reservada. 

a finales del antiguo régimen el intendente ejercía fundamentalmente fun-
ciones administrativas. había un claro predominio de las funciones gubernativas 
sobre las judiciales, lo que es importante, pues en aquellas la relación era directa 
con el secretario de hacienda y con el rey; en cambio en los asuntos judiciales 
podía interponerse el consejo de hacienda. por lo que se refiere a las funciones 
judiciales, los intendentes eran jueces privativos de rentas, sin perjuicio de las 
superiores facultades del superintendente General, al que se hallaban subordi-
nados, pudiendo este dictar instrucciones, avocar los asuntos para su resolución 
o pedirlos ad effectum videndi. además, en materia de contrabando y fraude, 
estaban obligados a consultar las sentencias al superintendente General  66. con-

64 nov. r., 7, 11, 24, nota 6.
65 está incluido en la nov. r., 6, 10, 8. Vid. Gallardo, «prontuario de facultades, obliga-

ciones de los intendentes, administradores, tesoreros y demás empleados de las rentas reales», 
incluido en el tomo V de Origen, progresos, cit., pp. 20-21. 

66 la expresión «consulta», en la terminología de la época, significa que el intendente o 
subdelegado debían remitir las sentencias que dictaran al superintendente General, para que este 
las aprobara o modificara. no ha de entenderse, pues, como sinónima de «solicitud de un infor-
me». el superintendente General ostentaba competencias plenamente decisorias, no de mero 
informe. 
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tra las resoluciones judiciales de los intendentes cabía, por regla general, apela-
ción ante el consejo de hacienda.

por su parte, canga argüelles resumía así las competencias de los inten-
dentes en lo judicial  67: a) sobre los delitos y faltas que cometieren los emplea-
dos en el ejercicio de sus funciones; b) en las dependencias de rentas y demás 
en que tenga interés la hacienda; c) en los pleitos e instancias sobre laudemios, 
quindenios, censos enfitéuticos y demás derechos alodiales del patrimonio real 
de Valencia; d) en las causas de fraude en las rentas generales, tabaco y demás; 
e) todo ello con inhibición de las audiencias y demás tribunales reales, por ser 
privativa la jurisdicción de la intendencia en dichas causas.

5. los suBdeleGados de rentas no intendentes

en el ámbito territorial de las intendencias podían existir partidos fiscales, 
a cuyo frente se hallaban los subdelegados de partido  68. pues bien, las compe-
tencias judiciales como subdelegados de rentas no solo correspondían a los 
intendentes, sino también a esos subdelegados de partido. 

por otra parte, en 1799 se crearon las provincias marítimas de cádiz, Mála-
ga, santander, alicante, cartagena y asturias  69. al frente de cada una de las 
cinco primeras se encontraba un Gobernador, y al frente de la sexta se encontra-
ba el regente de la real audiencia. todos ellos ejercían las funciones de sub-
delegado; de modo que cuanto se disponía por reales ordenes e instrucciones 
con respecto a los intendentes de provincia, debía extenderse a estos subdele-
gados (instrucción de 30 de julio de 1802, capítulo 1, art. 21). 

normalmente los subdelegados de rentas que no eran intendentes ejercían 
otras funciones principales, es decir, el cargo suponía la acumulación de funcio-
nes a otras de muy diferente contenido  70. era muy corriente, por ejemplo, que 
las funciones de subdelegado fueran asumidas por los corregidores. 

los subdelegados ejercían competencias que correspondían al superinten-
dente General de hacienda, fundamentalmente en materias de contrabando y 
fraude. en las causas de rentas de sus partidos ejercían las mismas facultades y 

67 Diccionario, cit., tomo i, p. 651.
68 la denominación «partido» es confusa en esta época. por un lado, es el ámbito al que 

extiende su competencia un subdelegado de rentas; por otro, es una agrupación de pueblos para 
el gobierno municipal (equivalente a sexmos, rodas, jurisdicciones, merindades, ochavos, cuartos, 
tierras, etc). a fines del siglo xvi había en castilla 31 partidos fiscales y 39 receptorías; con los 
Borbones, los partidos fiscales pasaron a 79 (Garrigós picó, cit., pp. 43 y 45). este autor incluye 
mapa con las provincias y partidos fiscales en el siglo xviii (p. 99).

69 Vid. Garrigós, cit., p. 51. Vid. posteriores vicisitudes de provincias económicas y parti-
dos fiscales en pp. 51 ss.; Vid. también Burgueño, J., Geografía política de la España constitu-
cional: la división provincial, CEC-BOE, 1996, pp. 56 ss. la provincia de alicante fue reintegrada 
a Valencia en 1805 y la de santander puede darse por extinguida en 1808 (Burgueño, cit., p. 59).

70 en la mecánica administrativa del antiguo régimen era muy frecuente la acumulación de 
oficios. Vid., para la época de los austrias, J. García Marín, La burocracia castellana bajo los 
Austrias, instituto García oviedo, sevilla, 1976, pp. 146-157. Vid. también J. a. escudero, Los 
orígenes, cit., tomo i, p. 636. 
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jurisdicción que los intendentes en los suyos (real declaración de 27 de febre-
ro de 1756), lo cual debió plantear numerosas cuestiones competenciales que 
obligaron a dictar numerosas disposiciones. dado que tales disposiciones trata-
ban de resolver con carácter general una cuestión concreta planteada, muchas 
veces podían resultar contradictorias entre sí. así, mientras que la real orden 
de 6 de febrero de 1789 otorgaba la competencia en las causas de aprehensión 
de fraude al subdelegado del distrito en el que estuviera destinada la partida 
que hizo la aprehensión; en cambio la real orden de 8 de enero de 1790 otor-
gaba la competencia, en las causas por aprehensiones hechas por las partidas de 
resguardos (es decir, por la fuerza encargada de luchar contra el contrabando) 
reunidas de varias jurisdicciones, al subdelegado del territorio o jurisdicción en 
que se ejecutaran; y la real orden de 3 de marzo de 1803 la otorgaba con carác-
ter general a los subdelegados de partido para conocer y sustanciar las causas 
de contrabando y fraude de rentas que ocurrieran en sus distritos, sin excepción 
de las de generales  71.

como consecuencia, las relaciones entre intendentes y subdelegados de 
partido fueron confusas y conflictivas, lo que obligó a dictar reiteradas disposi-
ciones resolviendo conflictos entre ellos. así, son muy significativas las reso-
luciones de 18 de enero de 1780 y 21 de febrero de 1780, en las que se insistía 
en que los subdelegados dependían jerárquicamente del intendente, lo que 
refleja que aquellos no aceptaban de buen grado esta subordinación  72. 

ambas resoluciones se dictaron como consecuencia de las discrepancias 
surgidas entre el intendente de extremadura y el subdelegado de plasencia. el 
problema derivaba de que, en los títulos que se despachaban por la superinten-
dencia General a los subdelegados de los partidos como jueces privativos de 
todas las rentas, se les nombraban por tales con entera subordinación al inten-
dente respectivo, y con prevención de que debían remitirle cualesquiera autos 
en el estado que tuvieren siempre que se les pidiera. la real orden de 21 de 
febrero de 1780 aclaraba que ello no debía servir para privar a los subdelegados 
de partido del conocimiento de los asuntos que se siguieran en su Juzgado, sino 
que su finalidad era que, cuando por alguna de las partes se diera queja de agra-
vio a los intendentes, estos podían pedir los autos, los cuales, después de reco-
nocidos, debían ser devueltos al mismo subdelegado, al que el intendente podía 
hacer las prevenciones oportunas para que se arreglara a las reales instruccio-
nes; en su caso, el intendente también podía dar cuenta a la superioridad. no 
obstante, añadía la real orden que, para proceder con la debida circunspección 
a llamar los autos, el intendente debía pedir previamente informe al subdelega-
do por si con él cesaban los motivos que influyeron a pedirlos, informe que el 
subdelegado estaba obligado a enviar.

sobre ello insistía la instrucción General de 4 de octubre de 1799, ya cita-
da, que, si por un lado reiteraba que, en lo gubernativo, los intendentes tenían el 
superior conocimiento de los asuntos de su provincia; en cambio, en lo judicial, 
con respecto a los asuntos que llevaban los subdelegados de partido podían 

71 sobre todo ello, vid. Gallardo, cit., tomo V (Prontuario), p. 54.
72 Gallardo, cit., tomo V, pp. 428 ss.; y tomo i, p. 104.
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pedir los autos de dichos asuntos, pero solo ad effectum videndi, sin poderles 
privar de su conocimiento  73.

Y en el mismo sentido se pronunciaba la instrucción General de rentas rea-
les, aprobada el 30 de julio de 1802, que regulaba la autoridad, facultades y 
obligaciones de los intendentes y subdelegados, contadores de provincia y de 
partido, administradores generales y de partido, tesoreros y depositarios, y 
demás empleados  74. según el capítulo i, artículo 1.3, los intendentes debían 
celar sobre la pronta y debida administración de justicia por los subdelegados 
de los partidos, a quienes siempre que lo exigiera el bien del real servicio 
podían pedir las causas que pendieran en sus Juzgados a efectos de verlas, y 
hacerles inmediatamente las prevenciones que estimasen oportunas para su 
continuación; en caso de no considerarla arreglada, podían proponer al superin-
tendente General, con remisión de ellas, lo que juzgaran más conveniente. según 
el artículo 29, lo dicho respecto a los intendentes de provincia era aplicable a los 
Gobernadores subdelegados en las nuevas provincias de cádiz, Málaga, san-
tander, alicante, cartagena y oviedo. 

6. los asesores de las suBdeleGaciones de rentas

hay que destacar una figura de gran importancia, los asesores de las subde-
legaciones de rentas, que auxiliaban a los intendentes y subdelegados, diri-
giendo los asuntos judiciales de los tribunales de hacienda. la ordenanza de 
intendentes de 1749 establecía que cada uno de los intendentes de provincia 
debía tener uno o dos tenientes letrados que ejercieran la jurisdicción conten-
ciosa, civil y criminal, unida o separadamente, como se hallase establecido 
(capítulo 2, recogido en la nov. r., 7, 11, 24). 

dada la importancia de la figura, era fundamental la cuestión de su nombra-
miento. la ordenanza de intendentes establecía que debían ser aprobados por 
los consejos, chancillerías o audiencias, y nombrados por el rey, para lo cual 
el consejo de cámara debía proponer, para cada una de dichas tenencias o 
Varas de alcalde Mayor, tres sujetos hábiles de ciencia y conciencia, pudiendo 
también el rey escoger a quien no estuviera incluido en la terna.

sin embargo, ello colocaba a los asesores fuera del control del superinten-
dente General de hacienda. recuérdese además que la real cédula de 5 de 
marzo de 1760 asignaba las competencias señaladas en los primeros 40 capítu-
los de la ordenanza de intendentes a estos en cuanto corregidores. por ello, el 
real decreto de 14 y la cédula del consejo de hacienda de 17 de diciembre de 
1760, ya citado varias veces, tras reconocer que, según la instrucción de 1749, 
los alcaldes mayores eran los asesores ordinarios de los intendentes en todas las 

73 Gallardo, cit., tomo V, p. 22.
74 esta instrucción derogaba a la de 4 de octubre de 1799. según su preámbulo, pretendía 

restablecer a los intendentes en su autoridad y facultades con arreglo a las instrucciones de 13 de 
octubre de 1749 y de 10 de noviembre de 1760. entre otras cosas, suprimía las Juntas de provincia 
y de partido que existían previamente. Vid. en Gallardo, cit., tomo V, pp. 140 ss. la novísima 
recopilación la recoge parcialmente (libro 6, título 9, ley 5).
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causas y negocios de su conocimiento, sin embargo, si esto fuera perjudicial 
para la real hacienda, en las causas de rentas o de fraudes y contrabando, siem-
pre que los intendentes tuvieran motivos para no asesorarse con los alcaldes 
mayores, podían proponer al superintendente General a un sujeto de su entera 
satisfacción, para que con su aprobación nombrara otro asesor. como puede 
observarse, se concedía al intendente la facultad de proponer al superintenden-
te General el nombramiento de un asesor de su confianza, y ello tanto en los 
asuntos de fraudes, como en los de rentas, concepto este indudablemente más 
amplio que aquel, ya que abarcaba no solo los asuntos penales, sino también los 
civiles  75. 

insistía en ello el real decreto 10 de marzo de 1764, según el cual tanto los 
intendentes como los subdelegados podían asesorarse con el alcalde mayor 
más moderno, con algún Ministro de audiencia o chancillería, o con cualquier 
letrado de su mayor satisfacción, previa la aprobación del superintendente 
General (nov. r., 7, 11, 25). con ello se derogaba también una anterior norma 
según la cual la asesoría de rentas correspondía al más antiguo  76. 

nuevamente se insistía en la cuestión en la circular a los intendentes de 22 
de abril de 1805, para que los corregidores y alcaldes mayores que estuvieran 
encargados de las asesorías de rentas cumplieran con exactitud sus encargos, 
pues en su defecto debían conferirse dichas asesorías al letrado de mayor con-
fianza  77.

otra cuestión fundamental era la de si los intendentes y subdelegados res-
pondían de las actuaciones judiciales que realizaban con apoyo de los asesores. 
según el real decreto de 22 de agosto de 1793 (nov. r., 11, 16, 9), los inten-
dentes y demás Jueces legos que tuvieran asesor con nombramiento real no eran 
responsables de las consecuencias de las providencias y sentencias que dictaran 
con acuerdo y parecer de dicho asesor, el cual quedaba como único responsa-
ble. el Juez no estaba autorizado para nombrar a valerse de asesor distinto al 
nombrado, pero si en algún caso creyera tener razones para no conformarse con 
su dictamen, podía suspender el acuerdo o sentencia y consultar a la superiori-
dad, con expresión de los fundamentos y remisión del expediente  78. 

75 esta práctica se generalizó en seguida (arrazola, Enciclopedia, cit., tomo iV, p. 131, 
voz «asesor de rentas»). según parece, una vía de nombramiento era la de ascenso desde las abo-
gacías fiscales (vid. DSC, sesión de 31 de octubre de 1812, tomo V, p. 3998). 

76 Gallardo, cit., tomo V, p. 262. para el caso de Valencia, vid. p. Molas ribalta, La 
Audiencia borbónica del Reino de Valencia (1707-1834), universidad de alicante, 1999, p. 88: el 
asesor solía ser uno de los ministros de la audiencia. con la libre elección por el superintendente 
se trataba de evitar «lo arriesgado que está mi real servicio, dejando a la suerte y variación de los 
alcaldes mayores la confianza de los graves y delicados negocios que penden de las intendencias, 
y requieren no solo que sea el asesor un hombre escogido, sino de la satisfacción del intendente».

77 lo mismo debía hacerse con los demás empleados de los Juzgados de rentas. la real 
orden de 18 de noviembre de 1805, sobre asiento que debían ocupar los asesores de las intenden-
cias en los remates o arrendamientos de rentas, daba a entender quiénes desempeñaban los cargos 
de asesores: ministros de las audiencias u honorarios de ellas, alcaldes mayores y abogados.

78 canga argüelles (Diccionario de Hacienda, cit., tomo i, p. 104) justificaba la respon-
sabilidad de los asesores precisamente por reputarse legos en cuestiones jurídicas a intendentes y 
subdelegados. normalmente los intendentes no se reclutaban entre juristas, sino entre cargos 



706 José Vicente Lorenzo Jiménez

ahde, tomo lXXXii, 2012

otro especto a destacar es el retributivo. por real orden de 17 de marzo de 
1761 se establecía que los asesores de los Gobernadores y corregidores dejaran 
de percibir las ayudas de costa de que gozaban por rentas, por tener sus dere-
chos reglados por arancel, y porque los subdelegados de rentas debían darles 
alguna parte de los decomisos que declararan, con lo que quedaban compensa-
dos por su trabajo  79.

una última cuestión a destacar se refiere a las relaciones del asesor con 
otros cargos de las intendencias y subdelegaciones. anteriormente hemos 
hecho referencia al manejo de las categorías de lo contencioso y de lo guberna-
tivo como una forma de justificar la asunción de competencias por parte de las 
secretarías del despacho frente al consejo de hacienda. pues bien, en las 
intendencias y subdelegaciones indudablemente se produjo una lucha similar 
entre los órganos judiciales (con su figura principal, el asesor) y los puramente 
administrativos (administradores, contadores)  80. la calificación de un asunto 
como gubernativo suponía la intervención exclusiva de los órganos administra-
tivos, mientras que la calificación como contencioso suponía la entrada en esce-
na de los Juzgados de rentas, con todo lo que ello llevaba consigo.

7. otros carGos en las suBdeleGaciones

en las intendencias y subdelegaciones de partido había una serie de cargos 
de mayor o menor importancia, con funciones de naturaleza administrativa. 
entre ellos hay que hacer especial hincapié en la figura de los administradores. 
a finales del antiguo régimen se regían por la instrucción de 30 de julio de 1802 
(capítulo iii)  81. 

administrativos de hacienda (tales como contadores o tesoreros) o militares (tales como comisa-
rios de guerra) (vid. escartín, e., «la intendencia de cataluña en el siglo xviii», en Hispania, 
extra núm. 9, Madrid, 1978, p. 55). 

79 Gallardo, cit., tomo iV, p. 86. no obstante, la real orden de 9 de noviembre de 1761 
establecía que a los alcaldes mayores de las intendencias se les continuaran los sueldos que se les 
tenían consignados (Gallardo, cit., tomo iV, p. 30). la real orden de 28 de julio de 1799 con-
tenía una lista de los corregidores y alcaldes mayores que recibían sueldos o ayudas de costa 
(soria, toro, Guadalajara, córdoba (2), Ferrol, Granada, ronda, salamanca, león, ciudad real, 
segovia, sevilla, zamora, cuenca, extremadura, Valladolid, toledo, ávila, Murcia, Burgos, Jaén, 
palencia).

80 Vid. sobre ello, referido al real patrimonio en Valencia, García Monerris, c., La Coro-
na contra la Historia. José Canga Argüelles y la reforma del Real Patrimonio valenciano, univer-
sidad de Valencia, 2005, en el que se expone el choque, en lo referente al real patrimonio del 
antiguo reino de Valencia, entre el asesor Branchat, partidario de la vía judicial; y el contador del 
ejército de Valencia, Martínez de irujo, partidario de la vía administrativa. 

81 anteriormente algunas rentas tenían administración separada, como la de rentas genera-
les o de aduanas, tabacos y otras. pero por real decreto de 25 de septiembre de 1799 se produjo 
la unificación en una sola administración en cada capital de provincia de las rentas provinciales y 
sus agregados, y las de salinas y tabacos, permaneciendo únicamente administraciones de adua-
nas en los puertos habilitados para comercio. en desarrollo del real decreto de 25 de septiembre 
de 1799 se dictó una extensa instrucción general de 4 de octubre de 1799 sobre facultades y obli-
gaciones de los intendentes en lo gubernativo y directivo de todas las rentas, y las de los contado-
res, administradores, tesoreros, comandantes y jefes del resguardo, y sobre las juntas provinciales. 
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lo que aquí más nos interesa de la figura es su posición en los pleitos de 
hacienda y su relación con los Fiscales, que fue conflictiva en muchas ocasio-
nes. 

los administradores de la real hacienda eran representantes, apoderados o 
agentes de los derechos del rey, con las consiguientes facultades  82. así, tenían 
la condición de Fiscales en las causas de contrabando  83. 

por su parte, la real orden de 29 de septiembre de 1777 resolvía una cues-
tión planteada en la intendencia de aragón, estableciendo que las instancias 
(escritos) judiciales se hicieran a nombre de los administradores generales de 
rentas, y que estos fueran los que defendieran las causas relativas al gobierno, 
manejo y exacción de reales derechos y castigo de defraudadores  84. los admi-
nistradores, en este sentido, eran los representantes de la real hacienda, de 
forma que el promotor fiscal solo concurría como abogado, con los dictámenes 
y escritos que de él exigiera el administrador general, que era quien representa-
ba la parte general de la real hacienda  85. de esta forma se resolvía el conflicto 
con los abogados fiscales, dándose preeminencia a los administradores en los 
asuntos y causas de rentas.

en igual sentido de potenciación de las facultades de los administradores, la 
real orden de 3 de septiembre de 1783 añadía que estos podían elegir a los 
abogados que juzgaran más convenientes para la defensa de los asuntos de ren-
tas cuando no hubieran sido nombrados por el secretario de estado o la direc-
ción General de rentas. Y la real orden 1 de marzo de 1802 insistía en que los 
administradores eran responsables en los pleitos de real hacienda, como sus 
principales agentes y representantes.

doctrinalmente, canga argüelles decía que los administradores de rentas 
eran los promotores fiscales de las causas, «con quienes se entienden las deman-
das, traslados y notificaciones, pero como son legos, al igual que los intenden-
tes, deben aconsejarse de los abogados fiscales, en cuya unión firmarán»  86. tra-
zaba así un paralelismo entre los intendentes y sus asesores, por un lado, y los 
administradores y abogados fiscales, por otro. 

asimismo hay que destacar la figura del escribano, de gran importancia en 
los asuntos contenciosos. los intendentes podían elegir escribano de su satis-
facción para los asuntos de rentas, donde no estuvieran enajenadas las escriba-
nías de ellas y de la superintendencia (capítulo 68 de la instrucción de inten-
dentes de 1749)  87.

Vid. en Gallardo, cit., tomo V, pp. 20 ss. se trata de lo que podríamos calificar de reglamento 
orgánico, contemplando los distintos cargos y autoridades del Ministerio y de las provincias, regu-
lando sus funciones, fundamentalmente las administrativas.

82 Gallardo, op. cit., tomo V (Prontuario), pp. 115-117.
83 dou, cit., tomo iii, p. 311 l, remitiéndose al capítulo 6 de la instrucción de 22 de julio 

de 1761.
84 Gallardo, cit., tomo iV, pp. 8-10; dou, cit., tomo iii, p. 312.
85 en cambio, en los negocios y recursos contenciosos sobre derechos y regalías del real 

patrimonio parece darse a entender que el representante era el Fiscal.
86 Diccionario, cit., tomo ii, p. 12.
87 la real cédula de sM dada a 24 de agosto de 1765 aprobaba el arancel de los derechos 

que se debían percibir en la escribanía de la superintendencia General de la real hacienda, en las 
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8. otras cuestiones

las normas regularon otras cuestiones de importancia. así, por lo que se 
refiere a los supuestos de ausencias y enfermedades, los intendentes y subdele-
gados de rentas serían sustituidos en el ejercicio de todas sus funciones relati-
vas a los ramos de rentas y propios por los contadores de provincia y partido 
respectivamente, y a falta de estos por los administradores, tesoreros y deposi-
tarios (resolución de 5 de enero de 1806). sin embargo, los administradores no 
debían conocer como jueces de los asuntos en los que hubieran intervenido 
como parte en nombre de la real hacienda. en tal caso, debían encargarse de 
su continuación los tesoreros y depositarios  88.

en caso de fallecimiento de algún intendente, si resultara contra él algún 
débito u obligación a favor del Fisco, debía entrar al conocimiento el intendente 
o Juez de rentas que se hallase en el pueblo hasta su reintegro total. evacuado 
este acto, y puesta en autos certificación del pago total a la real hacienda, 
debía entregarlo al juez ordinario para la división y adjudicación de los efectos 
restantes entre los herederos y demás que resulten interesados a dichos bienes 
(real orden de 12 de marzo de 1799)  89. estas previsiones eran también aplica-
bles en caso de fallecimiento de administradores, contadores y demás depen-
dientes de la real hacienda.

9. la situaciÓn periFérica en 1808

tras examinar la organización existente, es interesante conocer la realidad 
a final del antiguo régimen  90. así, la Guía de hacienda de 1808, por ejemplo, 
recoge los cargos existentes. 

en primer lugar, están los intendentes de ejército de andalucía, aragón-
navarra-Guipúzcoa, caracas, castilla la Vieja, cataluña, extremadura, Galicia, 
habana, Mallorca y Valencia-Murcia. 

de los Juzgados y subdelegaciones de alcabalas, cientos y Millones, tabaco y demás rentas rea-
les; en la del Juzgado de los cuatro Maestrazgos de las ordenes; en la del tribunal de la regalía de 
casa de aposento; y en las de los demás Juzgados, subdelegaciones y comisiones de la corte que 
dimanaran de la vía de hacienda (Gallardo, cit., tomo iV, pp. 34-44). la real cédula de 7 de 
mayo de 1782 aprobaba los aranceles de derechos de relatores, escribanos de cámara y de diligen-
cias, procuradores y porteros del consejo de hacienda y de las Juntas de comercio y Moneda, 
tabaco y cualesquiera otra que se forme con Jurisdicción suprema por la vía de hacienda 
(Gallardo, cit., tomo iV, pp. 44 ss).

88 Vid. Gallardo, cit., tomo V (Prontuario), p. 147, que menciona la instrucción de conta-
dores de 29 de enero de 1788 (art. 76); la instrucción de 30 de julio de 1802 (art. 28 y 29 del 
capítulo i) y las reales Órdenes de 31 de octubre de 1802 y de 5 de enero de 1806.

89 Gallardo, cit., tomo V, p. 271. Vid. también la nov. r., 10, 21, 8. 
90 entre 1799 y 1805 tuvo lugar una importante reforma territorial, promovida por el con-

sejo de hacienda y el secretario de hacienda Miguel cayetano soler, que Burgueño concreta en 
los siguientes puntos (op. cit., pp. 55 ss): a) creación de provincias marítimas, a lo que ya nos 
hemos referido; b) supresión de la provincia de toro en 1803; c) redefinición de los límites provin-
ciales, particularmente en castilla.
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hay intendentes de provincia, que se dividen en 1ª clase (Burgos, córdoba, 
Granada, león, Madrid, toledo); 2ª clase (ciudad real, cuenca, Jaén, Murcia, 
salamanca, segovia, zamora) y 3ª clase (ávila, Guadalajara, palencia, pobla-
ciones de sierra Morena y soria).

hay subdelegaciones de rentas de provincias marítimas y otras de interior 
(asturias, a cuyo frente está el regente de la audiencia; Bilbao; cádiz, a cuyo 
frente está el Gobernador de la plaza; cartagena, a cuyo frente está el Goberna-
dor de la plaza; ibiza; Málaga, a cuyo frente está el Gobernador de la plaza; 
Menorca; navarra, a cuyo frente está el regente del consejo real; sanlúcar; 
san sebastián; y Vitoria, a cuyo frente está el Gobernador de las aduanas de 
cantabria).

en los Juzgados puede haber varios abogados fiscales y varios escribanos 
(por ejemplo, en la intendencia de andalucía hay varios, especializados por 
tributos: rentas generales, tabaco, millones). 

en los partidos existentes en las intendencias hay subdelegados, que son 
los que llevan el Juzgado.

se observan numerosas acumulaciones de cargos. por ejemplo, en Vallado-
lid el asesor es oidor de la chancillería. en Galicia, el asesor es un oidor de la 
real audiencia; y el Fiscal es a la vez Fiscal de la audiencia. Muchos asesores 
son a la vez corregidores y alcaldes mayores.

en los partidos suele haber abogados fiscales y escribanos; en unos partidos 
hay asesor, en otros abogado, en otros no consta ni uno ni otro. en el partido de 
orense el subdelegado de rentas es el corregidor. en Vigo el subdelegado es el 
comandante general de la provincia de tuy. en el partido de alcalá la real (que 
depende de Granada) el corregidor desempeña el cargo de subdelegado de ren-
tas; y el alcalde mayor, el de asesor. en las intendencias de Jaén, segovia, soria 
y toledo el asesor es el corregidor. en ciudad rodrigo el subdelegado es el 
Gobernador de la plaza; en ocaña, el Gobernador militar y político; en algeci-
ras, el comandante general del campo de Gibraltar. en ocasiones no se indica 
ningún título de los que desempeñan los cargos.

en Madrid el intendente es el corregidor; el asesor es el teniente más anti-
guo del corregidor. el intendente es subdelegado principal de rentas generales 
y demás ramos estancados, excepto las provinciales; hay dos jueces comisiona-
dos, otro es subdelegado principal de alcabalas, millones y demás rentas pro-
vinciales; hay un asesor de rentas generales y ramos estancados.

en navarra se distingue: el Virrey y capitán General es el encargado de la 
subdelegación en lo gubernativo, directivo y económico de las rentas reales 
de este reino. dentro del tribunal de rentas están la subdelegación de tablas 
(el subdelegado es el regente del consejo real de navarra); la conservaduría 
del tabaco (hay un juez conservador que es el del consejo real de navarra); el 
tribunal de la Junta en apelación del Juzgado de tabaco (presidente nato es el 
virrey; juez nato el regente y además hay tres oidores); y el tribunal de contra-
bando (son jueces el regente y un oidor).

por otro lado, hay ciertos Juzgados especiales. por ejemplo, el de las salinas 
de la Mata y orihuela; y la superintendencia de las reales Fábricas de tabaco 
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de sevilla. en Baleares, además del tribunal de la intendencia, está el Juzgado 
de temporalidades del reino y el Juzgado del real derecho de amortización y 
real sello. en Menorca está el tribunal del real patrimonio de Mahón, aunque 
sus miembros son los mismos que los del Juzgado de rentas. 

10.  otros ÓrGanos coMpetentes para el conociMiento de 
asuntos contenciosos de deterMinadas rentas

aparte de los intendentes y subdelegados de partido, existían otros órganos 
que conocían de los asuntos contenciosos surgidos en relación con determina-
das rentas. es el caso de la renta real de lotería, cuyo gobierno y dirección 
correspondía al superintendente General de hacienda, en que se contemplaba 
la existencia de un subdelegado para decidir los asuntos contenciosos peculia-
res de dicha renta, con apelación al consejo de hacienda, así como un promo-
tor fiscal para la defensa de los derechos de la real hacienda (instrucción de 31 
de julio de 1776).

carlos iii nombró un juez privativo para entender en todo lo perteneciente 
a la real Fábrica de porcelana y en las causas de sus empleados. el conoci-
miento de las apelaciones contra las resoluciones de ese Juez correspondía al 
consejo de hacienda (resolución de 6 de octubre de 1781, incluída en la nov. 
r., 6, 10, nota 23).

otras rentas, en cambio, estaban gestionadas por órganos no encuadrados 
en la secretaría de estado de hacienda, motivo por el cual no son objeto de este 
estudio, ya que tampoco correspondían a esta secretaría o a sus órganos depen-
dientes el conocimiento de los asuntos contenciosos. era el caso de la renta de 
correos y de los asuntos de caminos y de bienes mostrencos, que correspondían 
a órganos dependientes de la superintendencia General de correos y caminos, 
integrada en la secretaría de estado. tampoco correspondían a órganos depen-
dientes de la secretaría de hacienda los asuntos contenciosos de las penas de 
cámara  91. 

iV.  EL ÁMBITO COMPETENCIAL DE LA JURISDICCIóN 
DE HACIENDA

1. aspectos Generales

por lo que se refiere al contenido de las materias propias de la Jurisdicción 
de hacienda, hay que tener en cuenta que se concebía de una manera muy 
amplia, tanto en el aspecto subjetivo como en el objetivo, incluyendo asuntos 
tanto penales como civiles.

91 dou, cit., tomo ii, pp. 458-465. Vid. real decreto de 8 de octubre de 1778, nov. r., 7, 35, 7.
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por lo que se refiere a la extensión subjetiva, gozaban del fuero de hacien-
da todos los empleados de esta, pero solo en cuanto afectaba al ejercicio de sus 
funciones. Ya vimos en su momento lo dispuesto en el capítulo 64 de la orde-
nanza de intendentes de 1749, que reservaba a estos el conocimiento de los 
asuntos de los empleados en la administración y resguardo de la real hacienda 
que procedieran de sus oficios o por causa de ellos, con apelación al consejo de 
hacienda. en igual sentido, la real cédula de 21 de octubre de 1785 declaraba 
que el conocimiento de los asuntos sobre nombramientos de repartidores de 
reales contribuciones o de su exención pertenecía a los tribunales de la real 
hacienda  92. pero además se trata de un fuero atractivo, en cuanto que en deter-
minados casos los eclesiásticos, extranjeros y militares no podían invocar sus 
fueros privilegiados  93.

por lo que se refiere a la extensión objetiva, correspondía a la Jurisdicción 
de hacienda conocer de cualquier asunto en que esta pudiera ser sujeto activo o 
pasivo. debe destacarse, por su importancia, el conocimiento de las causas por 
contrabando y defraudación, sobre lo que luego hablaremos.

no obstante, en ocasiones fue necesario restringir el excesivo ámbito que 
pretendía darse al fuero de hacienda. así ocurrió en el supuesto contemplado 
en la declaración del consejo real de 16 de enero de 1804. en efecto, la real 
cédula de 6 de diciembre de 1785 estableció una serie de formalidades que se 
debían guardar en los arrendamientos de tierras para no defraudar los reales 
derechos  94. la disposición era confusa, porque atribuía competencias a inten-
dentes, consejo, chancillerías y audiencias del territorio, es decir, tanto a órga-
nos de la Jurisdicción de hacienda como de la ordinaria. apoyándose en esa 
real cédula, los intendentes entraron a conocer de asuntos contenciosos sobre 
desahucios y arrendamientos de tierras, precio y tasa de tales arrendamientos, 
es decir, asuntos estrictamente civiles propios de la Jurisdicción ordinaria. pues 
bien, la citada declaración de 16 de enero de 1804 estableció que el conocimiento 
de los intendentes en los asuntos de la contribución extraordinaria y temporal 
del 6 y 4 % sobre las rentas líquidas de los propietarios de las 22 provincias de 
castilla y león en lugar de la de frutos civiles, se extendía solo a lo gubernati-
vo, pero no a lo contencioso sobre desahucios y arrendamientos de tierras, pre-
cio y tasa de los mismos arrendamientos, ni sobre las demás particularidades e 
incidencias que surgieran. de ahí que las apelaciones de las Justicias ordinarias 
en estos asuntos no debían ir a los intendentes, sino a las chancillerías y 
audiencias, como ocurría con anterioridad a la cédula de 6 de diciembre 
de 1785  95.

92 se dictó como consecuencia de un conflicto surgido entre el intendente de Valladolid y el 
alcalde mayor de rueda. Vid. Gallardo, cit., tomo ii, 1832, pp. 97 ss. la disposición está recogi-
da en la nov. r., 6, 22, 18.

93 Vid. dou, cit., tomo ii, pp. 432 ss. Vid. también Fonseca, «contrabando y defrauda-
ción», RGLJ, tomo 74, 1889, p. 150.

94 Vid. Gallardo, cit., tomo ii, pp. 18 ss.
95 Gallardo, op. cit., tomo iii, p. 327, nov. r., 10, 10, 5.
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2. los conFlictos con otras Jurisdicciones

la existencia de numerosas Jurisdicciones especiales provocó numerosos 
conflictos entre ellas. como dice tomás y Valiente, los conflictos entre tribunales 
de distintas Jurisdicciones entorpecían la administración de Justicia, pues supo-
nían una serie interminable de dilatorias cuestiones de competencias, que enfria-
ban los ánimos y daban tiempo a las negociaciones y a las súplicas o peticiones de 
ayuda a altos personajes cortesanos  96. de hecho, la Jurisdicción de hacienda 
entró en conflicto con otras Jurisdicciones en numerosas ocasiones  97. 

aquí nos interesan especialmente los numerosos conflictos que se produje-
ron en Valencia entre los intendentes (sucesores del antiguo Baile general) y la 
Jurisdicción ordinaria con motivo de los pleitos para la defensa y recuperación 
del real patrimonio por parte de aquellos. tales conflictos llegaron en ocasio-
nes, respectivamente, al consejo de hacienda y al consejo real, teniéndose 
que formar una Junta de dos miembros por cada consejo y uno nombrado por 
el rey, para su resolución  98.

por su parte, el real decreto de 10 de junio de 1760, que ya antes hemos 
mencionado, confirmaba la autoridad y jurisdicción concedida a los intendentes 
para conocer privativamente de todos los ramos de la real hacienda. en princi-
pio, el intendente de Valencia debía conocer de todo lo que había conocido el 
Bayle general. pero la audiencia había venido admitiendo instancias y dete-
niendo el curso de las causas con competencias. ante esta situación, el real 
decreto ordenó que la audiencia se abstuviera de conocer de los expedientes 
y causas en que se tratara de intereses del real patrimonio y rentas reales. Y 
además aprovechaba para declarar que los tribunales ordinarios debían abste-
nerse en lo sucesivo de conocer de estas materias y de plantear competencias; 
pasando a las intendencias y Juzgados de rentas todos los expedientes que 
tuvieran relativos a tercerías y diezmos reales, bienes alodiales, bursales y 
demás ramos de contribuciones y derechos reales, para que procedieran a sus-
tanciarlos y determinarlos privativamente con apelaciones al consejo de 
hacienda. no obstante, no parece que este real decreto se respetara excesiva-
mente, como lo prueba el hecho de que los conflictos jurisdiccionales entre 

96 El Derecho Penal, cit., p. 188. r. salas manifestaba en 1821, para justificar la abolición 
de fueros especiales, que «es increíble el tiempo que los jueces de privilegio gastaban en compe-
tencias, que casi siempre protegían la impunidad, porque cada uno de estos jueces, más que como 
tal, obraba como un protector y defensor de sus aforados» (Lecciones de Derecho Público Consti-
tucional, CEC, Madrid, ed. 1982, p. 257).

97 Vid. «los conflictos resueltos entre el consejo de hacienda y otros órganos» en Gallar-
do, op. cit., tomo i, pp. 102 ss.

98 Vid. c. corona Marzal, La política ilustrada en Valencia: los intendentes y el Real 
Patrimonio (1759-1770), en Coloquio internacional Carlos III y su siglo, Actas, tomo ii, ucM, 
departamento de historia Moderna, Madrid, 1988. según la autora, la audiencia de Valencia se 
convirtió en la defensora de los señores frente al patrimonio real. Vid. también García Monerris, c., 
La Corona contra la Historia, cit.; y Rey y señor. Estudio de un realengo del país valenciano (La 
Albufera, 1761-1836), ayuntamiento de Valencia, 1985.
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intendentes y los tribunales siguieran siendo muy abundantes en Valencia, y 
que fuera necesario reiterar la observancia de su cumplimiento  99.

3. los asuntos de contraBando

la materia del contrabando es del mayor interés, pues forma lo que podría-
mos llamar un ordenamiento sectorial específico, con pretensiones de exhausti-
vidad. en efecto, se trataba de una materia «sensible», y por tanto, especial-
mente regulada desde muy pronto, tanto en el aspecto orgánico como en el 
competencial y procedimental  100. 

reiteradamente hemos hecho mención al real decreto de 14 de diciembre 
de 1760, dictado «para hacer frente a los graves perjuicios causados por el con-
trabando y la defraudación», según el cual todo contrabando de tabaco, extrac-
ción de moneda, oro, plata en barras o pasta, caballos, machos y ganado y cual-
quier fraude de derechos de aduanas, rentas provinciales y demás que se 
administren por cuenta de la real hacienda, se han de comprender bajo el nom-
bre de contrabando, porque se falta a los bandos que prohíben la introducción o 
extracción de cosas vedadas, y se usurpan los derechos que están impuestos por 
leyes y reales disposiciones en los géneros de lícito comercio (cap. 3)  101. 

en ejecución de lo establecido en el capítulo 17 de ese real decreto se 
dictó la real cédula e instrucción de 22 de julio de 1761, sobre el método y 
reglas para instruir los procesos de contrabando, uniformando la legislación 
penal de contrabando y fraude y la de procedimientos en esta materia  102. en la 
materia se manifiesta plenamente el principio de atracción del fuero de hacien-

99 resolución de 7 de octubre de 1806, recogido en el suplemento a la nov. r., 7, 10, 2.
100 anteriormente existían jueces de contrabando. por decreto de 6 de junio de 1741 se 

abolió definitivamente el Juzgado de contrabando de mar y tierra, pasando tales asuntos al Minis-
terio de hacienda, sus subdelegados y dependientes, y en su defecto, a las justicias ordinarias, con 
apelaciones al consejo de hacienda. posteriormente por decretos de 31 de enero de 1742 y 29 de 
noviembre de 1746 se declaró que su conocimiento correspondía al superintendente General de 
real hacienda, inhibiendo a todos los demás jueces y tribunales. Finalmente, y sin hacer mención 
a otras disposiciones, la cédula de 17 de diciembre de 1760 estableció las facultades del superin-
tendente General en la materia (J. Marcos Gutiérrez, Práctica criminal en España, tomo ii, 
Madrid, 1805, pp. 46 y 34). desde otro punto de vista, vid. a. angulo, Las puertas de la vida y la 
muerte: la Administración aduanera en las provincias vascas (1690-1780), universidad del país 
Vasco, 1995. este libro ofrece una extensa información acerca de un importante sector de la real 
hacienda en las provincias vascas durante el siglo xviii: características del personal encargado, 
relaciones clientelares, conflictos existentes, etc.

101 Vid. dou, cit., tomo Viii, pp. 49 ss. 
102 es de utilidad para conocer el tema el libro de alcaraz, ya citado, aunque es bastante 

confuso. el autor incluye un ejemplo de causa (pp. 154-161). este autor divide el juicio de aprehen-
sión en 8 tiempos: 1) aprehensión del fraude, 2) declaración de testigos y guardas (= actos preparato-
rios del juicio), 3) prisión del reo (= real citación), 4) confesión (= contestación), 5) acusación fiscal 
(=demanda), 6) defensas y pruebas del reo (= prueba), 7) auto definitivo que declara bien hecho el 
comiso (= sentencia), 8) ejecución (= ejecución) (p. 188). a continuación pone un ejemplo de causa 
con persona reo de fraude de extraer sedas y efectos prohibidos del reino (pp. 190-192), y luego un 
ejemplo de causa por fraude de los derechos de aduanas (pp. 206-207). por último, incluye un ejem-
plo de causa de fraude de los derechos de Millones con reos ausentes (pp. 210-215).
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da. Frente a este en materia de contrabando no hay fuero ni privilegio que 
exima: quedan sujetos el ejército de tropa y armada, los ministros inferiores del 
tribunal de la inquisición, los de las reales Órdenes Militares y cruzada, y los 
dependientes y criados de real casa. Y tampoco se atiende al lugar (por ejem-
plo, los sitios reales; los coches del rey; las casas particulares)  103. 

4. la instrucciÓn de contraBando de 8 de Junio de 1805

la real cédula e instrucción de 8 de junio de 1805 vino a sustituir a la de 1761, 
regulando el modo de proceder en las causas de fraude de la real hacienda  104.

la instrucción distinguía cuatro clases de causas: aquellas en que hay apre-
hensión de fraude y reos (caps. i-Viii); aquellas en que no hay aprehensión de 
fraude, pero sí reos presentes (caps. iX-X); las causas por denunciación 
(caps.Xi-Xii); y las causas en rebeldía (caps. Xiii-XV).

entre las normas incluidas en la primera clase (que hace las funciones de 
proceso tipo), cabe destacar que el subdelegado proveerá auto sobre aproba-
ción o desaprobación de prisión de los reos, y sobre el comiso (capítulo iV); se 
regula la confesión de los reos (capítulo V); el traslado a la parte del Fisco para 
la acusación y el posterior traslado al reo, con recibimiento de prueba (capítulo Vi). 
tras la práctica de la prueba se dicta la sentencia con citación de las partes, con 
acuerdo del asesor (cap. Viii). desde que se hace la aprehensión hay que dar 
cuenta al superintendente General por si quiere avocar los autos o hacer alguna 
prevención al subdelegado. pronunciada sentencia, hay que remitirla al super-
intendente General en consulta con los autos originales  105.

se regula también un procedimiento abreviado para los casos de fraudes de 
rentas provinciales, generales o de aduanas de géneros estancados y de prohibi-
do comercio, siempre que el valor de lo aprehendido y la multa no exceda de 
mil reales. en estos casos, se procede al sobreseimiento previa declaración del 
comiso y la imposición de multa (cap. XXii). asimismo se regulan las penas 
que deberán imponerse irremisiblemente probado el fraude, contemplando el 
comiso, costas, presidio, multa, etc. (caps. XXVi a XXXiX).

103 alcaraz, op. cit., pp. 152-153.
104 la instrucción de 1805 viene a ser con escasas diferencias similar a la de 1761. Vid. una 

exposición general sobre las causas de contrabando en J. Marcos Gutiérrez, Práctica, cit., tomo ii, 
1805, pp. 44 ss. resulta curiosa la vida de la instrucción de 1805. tras su entrada en vigor los 
autores siguieron refiriéndose a la normativa anterior de 1761 como si esta continuara vigente 
(vid., por ejemplo, el libro de alcaraz, que confusamente invoca la instrucción de 1805 y las 
anteriormente vigentes; igualmente ocurre con J. Marcos Gutiérrez, Práctica, cit., tomo iii, 
1818, pp. 117 ss). pues bien, tras la entrada en vigor de la ley penal de contrabando de 1830, 
tanto los autores como los propios legisladores continuaron considerando vigente la instrucción 
de 1805. 

105 las sentencias no tenían que ser motivadas. Vid. tomás y Valiente, El Derecho penal, 
cit., pp. 181 ss, que pone de relieve el contraste entre la prolijidad de los autos y el laconismo de 
las sentencias. en los ejemplos de causas incluidos en el libro de alcaraz, en ninguno de los 
casos se motivan los «autos definitivos» con los que resolvía el subdelegado, lo que confirma la 
práctica de la no motivación de los mismos. 



La Jurisdicción de Hacienda a finales del Antiguo Régimen 715

ahde, tomo lXXXii, 2012

por último, se regula la aplicación de comisos y condenaciones (caps. Xl-l). 
en particular, se establece que de todas las causas de fraude contra la real 
hacienda conocerán privativamente en los términos prescritos en la instrucción 
los subdelegados del superintendente General de hacienda, derogando la habi-
litación que para entender en las mencionadas causas se concedió a todos los 
Jueces de letras y Justicias del reino en real orden 24 de enero de 1802, «por 
ser mi voluntad que la jurisdicción de mi superintendente General y sus subde-
legados quede en el mismo pie en que se hallaba establecido por la real cédula 
17 de diciembre de 1760».

como hemos indicado, en las causas de contrabando de las que conocieran 
los intendentes y subdelegados, estos tenían que dar parte al superintendente 
General una vez verificada la aprehensión, con expresión de su calidad y enti-
dad, debiendo también consultarle las sentencias que dictaran. se trata de una 
técnica propia del proceso penal, en el que las sentencias estaban sometidas a la 
aprobación o, en su caso, reforma por un órgano superior, que, de esta manera, 
se reservaba el control último en la materia. 

lo que ocurre es que indudablemente esta operación tenía que retardar 
mucho los expedientes. Basta pensar en las dificultades de las comunicaciones 
en la época, así como la acumulación de asuntos para su examen en la superin-
tendencia. tampoco es de extrañar que se produjeran extravíos de causas.

otra cuestión importante era la de la participación de los jueces en las penas 
pecuniarias y comisos, lo que podía dar lugar a condenas injustas. es evidente 
que ello constituía un aliciente para no ser imparcial, para iniciar y tramitar 
causas con muy escaso fundamento y también para plantear conflictos de com-
petencias  106.

la legislación de contrabando contenía numerosos defectos, puestos de 
manifiesto por canga argüelles  107: a) las penas eran desproporcionadas; b) se 
preveía la posibilidad de condenar en costas incluso en los casos de absolución 
del inculpado, lo que aumentaba el número de procesos «con provecho solo de 
los hambrientos curiales»; c) la práctica de los comisos daba lugar a múltiples 
vicios, entre ellos, la intervención del superintendente General, con el fin de 
participar «en el botín»  108. 

106 Vid. tomás y Valiente, El Derecho penal, cit., pp. 163 ss. la importancia de las cues-
tiones relativas a la obtención de rentas en beneficio personal de la curia ha sido puesta de mani-
fiesto en la investigación realizada por M. c. y a. nieto, Tariego de Riopisuerga (1751-1799). 
Microhistoria de una villa castellana, Junta de castilla y león, Valladolid, 2005, en especial, p. 25, 
122, 302, 319, que si bien se refiere a la justicia impartida por los alcaldes ordinarios, sus conclu-
siones parecen plenamente aplicables a los asuntos tramitados ante la Jurisdicción de hacienda. 
en efecto, existen numerosas disposiciones dictadas para resolver conflictos surgidos entre los 
diversos operadores judiciales y cuyo verdadero fundamento es el de la cuestión de a quién de 
ellos corresponde percibir unos determinados derechos, comisos o sanciones. el proceso aparecía 
así a tales operadores no como un instrumento de justicia, sino como una fuente de ingresos.

107 Elementos de la Ciencia de Hacienda, reproducción del original publicado en londres 
en 1825, ieF, Madrid, 1961, pp. 220 ss.

108 afirmaba canga argüelles que la participación de los jueces en los comisos se hizo 
porque cansado de que el rey perdiera todos los pleitos de contrabando, campillo adoptó esta 
medida para interesar a todos los que debían impedir el contrabando (Elementos, cit., pp. 223-224). 
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5.  la eXtensiÓn de lo contencioso con respecto 
a lo GuBernatiVo

hemos hecho referencia a lo contencioso y a lo gubernativo desde distintos 
puntos de vista: como forma de apoderarse de competencias por parte de los 
nuevos órganos; como criterio para la distribución de competencias (dirección 
General de rentas), como motivo de discrepancias entre asesores por un lado y 
contadores y administradores por otro, como criterio de distribución de compe-
tencias entre los intendentes y la Jurisdicción ordinaria (real cédula de 6 de 
diciembre de 1785), etc. pero aquí interesa hacer mención a otro aspecto: en la 
literatura de la época la distinción entre lo contencioso y lo gubernativo no con-
lleva una acentuación del papel garantizador de aquella vía. aparece así la vía 
contenciosa no como un instrumento de justicia, sino como un medio de vida de 
determinadas personas, tales como los subdelegados, asesores y escribanos, 
entre otros  109. ello explica la utilización en muchas ocasiones de esta vía por el 
mero interés crematístico del personal de los Juzgados de rentas, así como el 
planteamiento de conflictos de competencias entre distintas Jurisdicciones y 
entre los propios Juzgados de rentas. Y lo que en principio podría parecer más 
sorprendente si se piensa que la intervención de los Juzgados pudiera tener un 
sentido garantizador: el escaso interés de los supuestos perjudicados en que el 
asunto dejara de ser gubernativo para convertirse en contencioso, ya que indu-
dablemente esta última vía comportaba muchos más gastos, sin que supusiera 
unas mayores garantías. 

José Vicente lorenzo Jiménez

canga argüelles es muy reiterativo en este punto (ya hemos visto antes lo que dice en su Dic-
cionario), pero parece que estaba poco informado. según dou, por lo que se refiere a la interven-
ción en los comisos, el superintendente General tenía derecho a la cuarta parte en determinados 
casos, conforme a la instrucción de 22 de julio de 1761 (dou, op. cit., tomo Viii, p. 81). sin 
embargo, por real decreto de 29 de febrero de 1792 se suprimió esta participación del superin-
tendente General en los comisos, dada la desconfianza que provocaba «por el interés que tiene», 
haciendo sospechosas al público las providencias tomadas en beneficio de las rentas, especialmen-
te la avocación de los autos empezados por los subdelegados (dou, tomo Viii, p. 87; vid. también 
J. Marcos Gutiérrez, Práctica criminal de España, cit., tomo iii, Madrid, 1818, p. 133). por 
tanto, en las fechas en que canga argüelles escribía, ya no estaba vigente la disposición que 
permitía al superintendente participar en los comisos. 

109 Vid. una alusión a ello, referido al corregidor, pero indudablemente también aplicable a 
las intendencias, en González alonso, El corregidor castellano, cit., pp. 270-271 y 273. 


